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Resumen: El presente artículo pone de relieve los desafíos estructurales que enfrenta el pro-
yectista en la reforma del Código de Comercio venezolano. Sin pretender fijar una posición 
definitiva, el análisis identifica los ejes que constituyen el gran reto de la actualización legis-
lativa: la superación de la dispersión normativa, la integración de la transversalidad tecnoló-
gica y la armonización de leyes especiales en un marco orgánico y coherente. Se examinan 
aspectos críticos en las instituciones fundamentales del Derecho mercantil actual, como la 
protección del crédito, la gobernanza societaria digital y el nuevo orden público económico. 
El texto ofrece algunas reflexiones sobre la necesidad de transitar hacia un sistema mercantil 
unificado, resiliente y alineado con los principios constitucionales de libertad económica, 
respeto a la autonomía de la voluntad, inclusión de los efectos de las tecnologías y seguridad 
jurídica en el siglo XXI.
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The Recodification of Commercial Law: A Comprehensive Vision

Abstract: This article highlights the structural challenges facing the drafter of the Venezuelan 
Commercial Code reform. Without intending to establish a definitive position, the analysis 
identifies the core axes that constitute the great challenge of legislative modernization: overcoming 
normative fragmentation, integrating technological transversality, and harmonizing special 
laws within an organic framework. Critical aspects such as the dematerialization of negotiable 
instruments, digital corporate governance, and the new economic public order are examined. The 
text offers reflective guidelines on the need to transition toward a unified and resilient commercial 
system, aligned with constitutional principles of economic freedom and legal certainty in the 21st 
century.
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INTRODUCCIÓN

En el marco de la agenda legislativa anunciada por la Asamblea Nacional se 
ha planteado la necesidad de una reforma integral del ordenamiento jurídico vene-
zolano, orientada a reducir la dispersión normativa y adecuar las leyes a la nueva 
realidad económica y social del país. Entre los ocho grandes códigos propuestos 
destaca el denominado Código Económico y de Comercio Productivo, concebido 
como sustituto y actualización del actual Código de Comercio, con el propósito de 
ofrecer un marco moderno, coherente y sistemático para las actividades mercanti-
les, el emprendimiento y las nuevas modalidades de intercambio dentro del marco 
constitucional vigente. Esta iniciativa busca consolidar una estructura legislativa más 
clara y funcional, que fortalezca la seguridad jurídica y promueva el crecimiento 
económico en Venezuela.

Independientemente de la posición política o académica que se adopte sobre 
los objetivos de la reforma y sobre el título que aspira darse al instrumento, no que-
da duda de que el Código de Comercio venezolano demanda una reforma integral. 
La obsolescencia de sus disposiciones, señalada tanto por legisladores como por es-
pecialistas, refleja un desfase frente a las nuevas realidades económicas, digitales y 
financieras del país.

*	 Abogada, egresada de la Universidad Católica Andrés Bello (mención Summa Cum Laudem). Especialista en Derecho 
Mercantil. Doctora en Ciencias Mención Derecho. Profesora de la de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la 
Universidad Central de Venezuela.
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La profesora Nayibe Chacón, al incorporarse en 2025 a la Academia de Cien-
cias Políticas y Sociales, enfatizó que el Derecho mercantil nacional requiere moder-
nización urgente, puesto que nuestro Código ha quedado rezagado y golpeado por 
la dinámica económica contemporánea.

El objeto de este trabajo no es ofrecer una visión puntual o restringida sobre 
algún punto específico sobre la reforma del Código de Comercio, todos y cada uno 
de los cuales requiere de profundas reflexiones y modificaciones, sino presentar un 
panorama general de los objetivos que deberían guiar dicho proceso que permitan 
abordarlo desde un punto de vista integral.

Se trata de destacar la necesidad de una modernización normativa que supere 
la dispersión actual –sin desconocer que muchas materias cambian constantemente 
y requieren mecanismos legales expeditos para atender las necesidades del mercado-, 
incorpore las prácticas mercantiles contemporáneas —incluyendo contratos moder-
nos, sistemas de financiamiento digital y garantías electrónicas— y asegure la pro-
tección de los derechos fundamentales en el ámbito económico.

 La intención es llamar la atención sobre la necesidad de abrir un espacio 
de reflexión amplia, que conjugue la perspectiva legislativa, doctrinal y comparada, 
para orientar una reforma que fortalezca la seguridad jurídica, la protección y com-
petitividad empresarial y la coherencia institucional del país.

Las modificaciones y actualizaciones que requiere el Código de Comercio son 
enfocadas con frecuencia desde el estudio de aspectos específicos, de allí que plan-
teamos que toda iniciativa debe partir de una visión general, es decir, de analizar los 
aspectos que de suyo requieren incluirse, eliminarse o mejorarse en este nuevo ins-
trumento, iniciando desde el estudio de la situación actual, las materias ya reguladas 
que requieren actualización y aquellas que deben ser incorporadas por su novedad 
o que deben mejorar algunos aspectos establecidos en leyes especiales ya existentes.

La reforma de nuestro Código debe enfrentarse con seriedad, con amplitud y 
sobre todo con consciencia de las relaciones jurídicas aplicables y el mercado en el 
que se desenvuelven. Compartimos con optimismo la posición del profesor Rique-
zes al decir que «Venezuela cuenta con el recurso humano suficiente para acometer la 
labor de “recodificación de su Derecho, pero para garantizar el éxito de esta empresa 
debe procederse con seriedad, dedicación, con pasión por el trabajo bien hecho y 
sin sectarismos, ya que estamos hablando de la regulación de nuestras instituciones 
jurídicas fundamentales ».1

1	 Riquezes Contreras, Oscar. «El fenómeno de la codificación y su reflejo en nuestro país. Palabras sobre el pasado y el 
futuro». RVLJ, N.º 18: 315-324.
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1. Los aspectos fundamentales a los que se enfrenta el proyectista

1.1. La necesidad de un nuevo Código

Abordar el estudio de la reforma del Código de Comercio en Venezuela cons-
tituye una labor de alta complejidad dogmática y pragmática. La premisa fundamen-
tal que sostiene la necesidad de este cambio radica en el abismal desfase temporal 
entre el instrumento vigente y la dinámica económica contemporánea.

Nuestro cuerpo normativo mercantil data de 1919, con una reforma parcial 
en 1955, aunque hay que reconocer que la mayoría de sus normas son las del Código 
de Comercio de 1904.

 Si bien dicha modificación introdujo ajustes necesarios para su época, estos 
resultaron ser intervenciones puntuales que no alteraron la estructura decimonónica 
del código. En consecuencia, el ejercicio de la actividad comercial hoy se rige por 
preceptos diseñados para una realidad económica analógica, hoy superada por la 
globalización y la digitalización de los mercados.

Venezuela no es un caso aislado en el contexto hispanohablante; gran parte de 
la región mantiene códigos de finales del siglo XIX o principios del XX con diferen-
tes reformas a lo largo del tiempo. Sin embargo, este anacronismo ha sido mitigado 
mediante la promulgación de leyes especiales que han venido a regular materias que 
el Código de Comercio ya no puede contener.

En nuestro país, este proceso de “mutilación legislativa” o derogación expresa 
o tácita ha ocurrido en áreas críticas, así, por ejemplo, la contratación especializada 
ha encontrado su propio cauce legal mediante la promulgación de leyes sustantivas 
en materia de seguros y derecho marítimo, las cuales responden a la complejidad de 
los riesgos y la logística internacional contemporánea. Este dinamismo se comple-
menta con las nuevas tendencias del Orden Público Económico, donde la regulación 
de la libre competencia, la modernización de la propiedad industrial y la protección 
integral al consumidor han pasado a ser pilares fundamentales para garantizar un 
mercado equilibrado y transparente.

Asimismo, el sistema de garantías y resolución de conflictos ha experimen-
tado una transformación profunda con la introducción de la Ley de Hipoteca Mo-
biliaria y Prenda sin Desplazamiento de Posesión, que permite la movilización del 
crédito sin paralizar la actividad productiva, y la Ley de Arbitraje Comercial, con-
solidada como una alternativa de celeridad técnica indispensable frente a la juris-
dicción ordinaria.
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 Finalmente, este entramado legislativo se robustece con la incorporación de 
nuevas figuras contractuales de alta sofisticación, como la venta con reserva de domi-
nio, el contrato de fideicomiso, el cual permanecía desconocido en la última reforma 
integral del Código de Comercio y que hoy resulta esencial para la gestión de patri-
monios y la estructuración de proyectos financieros de gran escala.

A pesar de este escenario, el Código ha demostrado una resiliencia notable. 
Esta supervivencia se explica a través de la naturaleza del Derecho Mercantil como 
una rama “dúctil y flexible”, en palabras del Dr. Hugo Mármol Marquís. esta flexi-
bilidad ha permitido al sistema jurídico evitar la ineficiencia normativa, aunque ha 
reavivado el histórico debate sobre la autonomía del Derecho Mercantil frente a las 
tesis civilistas que, calificándolo de “anticientífico”, abogan por la unificación del 
Derecho Privado.2

Otra cuestión a plantearse es si este es el momento oportuno para una refor-
ma, en un entorno cambiante, con una economía en evolución y una tecnología 
avasallante que obliga a pensar si un Código podrá ser lo suficiente moderno y 
mantenerse en el tiempo. Tal vez es momento de repensar en la expresión de Savigny 
para quien «la legislación no puede preceder al desarrollo científico del Derecho; 
debe ser el resultado de una madurez alcanzada, no de una construcción filosófica 
abstracta ».3

Se suma a lo anterior la necesidad de entender que nuevamente como decía 
este célebre maestro, «el derecho positivo no puede ser creado arbitrariamente; debe 
surgir de la conciencia común del pueblo y desarrollarse orgánicamente. Solo cuan-
do este desarrollo ha alcanzado suficiente madurez, puede ser recogido en un código 
sin peligro de destruir su vitalidad».4

Al repensar este tema debemos reflexionar en torno al hecho de que la ley 
escrita viene a cristalizar un determinado sistema y, por ende, viene a codificar el 
pasado, pese a estar llamada a disciplinar el porvenir. De ese modo, un código nace 
ya viejo y bien pronto necesita revisión, tal y como nos ensenaba Giorgianni.5

2	 Mármol, Hugo. 1992. Fundamentos de Derecho Mercantil. Caracas: UCAB,
3	 Friedrich Carl Von. Savigny. 2015.De la vocación de nuestra época para la legislación y la ciencia del Derecho. Traducido por 

José Díaz García. Madrid: Universidad Carlos III de Madrid.
4	 Idem
5	 M. Giorgianni, 1988. Sulla riforma della legislazione civile, Milano, 1967, ahora en Scritti minori, Napoli, 605.
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1.2. Un nuevo Código o leyes especiales

La discusión central del asunto es si realmente es necesaria una reforma del 
Código o si por el contrario la época de la codificación ha sido superada por la des-
codificación y por una realidad, que cambia tan vertiginosamente, que no permite 
codificar todo. Esta idea la encontramos en el trabajo de Hinestrosa, para quien «la 
edad de la descodificación, en las sociedades inquietas y en transformación, comien-
za el día siguiente de la entrada en vigor del código. Pero el código, replanteados 
sus objetivos y a sabiendas de sus lagunas y de la insuficiencia de algunas de sus 
disciplinas, sigue siendo un punto fundamental de referencia en la interpretación del 
ordenamiento y de sus subsistemas».6

Es este mismo autor quien nos refiere las consecuencias de no advertir la rea-
lidad, «si el código nace en una época que no domina este arte, son inevitables los 
males siguientes. La administración de justicia se hará aparentemente según el códi-
go, pero de hecho se hará según otra cosa ajena al código, la cual será, por tanto, la 
verdadera fuente del Derecho».7

El debate de si deberíamos modernizar los aspectos que aún se mantienen en 
el Código de Comercio mediante leyes especiales o a través de su reforma, tiene va-
riados y razonables argumentos en pro y contra, que es difícil estudiar en extenso en 
este trabajo. La decisión de actualizar el Código ya ha sido tomada, acogiendo la tesis 
de Chacón, quien ha expresado “…Por lo que nos decantamos por la recodificación, 
que implicaría la permanencia de un Código de Comercio junto a leyes especiales”8.

Esta coincidencia entre la visión académica y la agenda legislativa de tener un 
nuevo Código, refuerza la necesidad de un marco mercantil renovado que garantice 
seguridad jurídica, competitividad y coherencia institucional en nuestra disciplina. 
La pregunta primaria y esencial estará orientada a cuál debe ser su contenido.

La reforma del Código de Comercio debe orientarse por principios claros que 
garanticen su vigencia y utilidad en el tiempo. Entre ellos destacan la transparencia, 
como base para asegurar relaciones mercantiles justas y accesibles; la innovación, que 
permita incorporar nuevas modalidades contractuales, sistemas de financiamiento 
digital y tecnologías como blockchain; la protección al consumidor y al empresario, 
equilibrando derechos y obligaciones en un entorno de confianza; y la armonización 

6	 Hinestrosa, Francisco. 2014. «Codificación, descodificación y recodificación». Revista de Derecho Privado: Universidad 
Externado de Colombia, N.° 27, julio-diciembre de 2014, 3-13. Acceso el 2 de febrero de 2015. https://dialnet.unirioja.
es/servlet/articulo?codigo=5388162

7	 Idem
8	 Nayibe Chacón, «Discurso de incorporación a la Academia de Ciencias Políticas y Sociales» (discurso, Caracas, 2024).
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internacional, que acerque la normativa venezolana a los estándares comparados de 
la región y del derecho global.

Pero adicionalmente, deben tenerse en cuenta otros rasgos característicos del 
Derecho mercantil en la actualidad como son, la renovada influencia de la costum-
bre y los usos mercantiles, la autonomía de la voluntad y la delegación legislativa en 
las autoridades competentes en cada área de la economía.

 Estos principios ofrecen un marco integral para que la reforma no sea solo un 
ajuste técnico, sino una verdadera transformación que fortalezca la seguridad jurídi-
ca y la competitividad del país.

Este proceso debe abordarse con el objetivo de garantizar la llamada econo-
mía productiva, en coherencia con lo que establece la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela en su artículo 299, indicando que el régimen socioeco-
nómico se fundamenta en la justicia social, la eficiencia, la libre competencia, la 
productividad y la solidaridad, promoviendo el desarrollo armónico de la economía 
nacional junto con la iniciativa privada, para generar empleo, elevar el nivel de vida 
y fortalecer la soberanía.

Como nos ha indicado Riquesez, el fenómeno de la codificación es complejo e 
interesante, puesto que se trata del entrecruzamiento de diferentes posturas o puntos 
de vista ante el fenómeno jurídico.9

1.3. La Unificación de las Obligaciones Civiles y Mercantiles

Un punto neurálgico en el análisis pre-reforma es la integración del derecho 
civil y mercantil, debate propugnado desde finales del siglo XIX. Si bien países como 
Brasil y Argentina han transitado hacia un Código Unificado de Obligaciones y 
Contratos, –por citar algunos de habla hispana-, no es menos cierto que en la rea-
lidad tienen un Derecho mercantil fragmentado en distintas leyes que regulan sus 
aspectos sustanciales, lo que nos lleva a cuestionar si en realidad hablamos de una 
unificación de las dos ramas del derecho y exige que la situación en nuestro país sea 
cautelosa.

9	 Riquezes. “…El fenómeno”.
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Necesario es entonces retomar las ideas del profesor Hugo Mármol, para 
quien es útil mantener la idea de la separación legislativa, ya que la separación meto-
dológica existirá siempre, y aunque el derecho privado sea uno solo, eso no significa 
que deba estar recogido en un solo código ni que tengan el mismo alcance.10

A nuestro juicio, aunque es cierto que el Derecho Civil contemporáneo ha 
abandonado el formalismo excesivo que en su día forzó la segregación del Derecho 
Mercantil, persisten características diferenciadoras en las obligaciones mercantiles 
que derivan de la profesionalidad y especialidad de sus actores.

Dentro de esos elementos intrínsecos propio de su naturaleza, debe tenerse 
en cuenta la indiscutible asimetría de las partes, específicamente en las relaciones de 
consumo y la validez de los usos comerciales que es determinante en la configuración 
del consentimiento y la determinación de condiciones y fijación de plazos en los 
contratos mercantiles.

A lo anterior se suman otros aspectos, como, por ejemplo, la solidaridad de 
los codeudores como la regla (en sintonía con el beneficio compartido del negocio), 
contrapuesta al principio de mancomunidad civil, a menos que se ejerza la autono-
mía de la voluntad en contrario.

En materia de intereses estos suelen correr de pleno derecho (mora automá-
tica) sin necesidad de interpelación previa, una mecánica que resultaría gravosa o 
inadecuada para el tráfico civil general.

La rigurosidad de la prueba escrita en supuestos legales específicos y la exclusi-
vidad de medios probatorios como los libros de comercio y la factura mercantil son 
elementos difícilmente extrapolables a la esfera civil.

Pero lo más importante y decisivo es que, aunque puedan unificarse las obliga-
ciones y los contratos, existen instituciones típicas del Derecho mercantil que poco o 
nada tienen que ver con el derecho civil y viceversa. Siempre debe pensarse en figuras 
como la letra de cambio, el fondo de comercio, la competencia, sólo por iniciar una 
larga enumeración de tópicos que escapan al ámbito de la legislación civilista.

En países con códigos unificados, se observa que estos suelen contar con leyes 
especiales robustas (sociedades, títulos valores, contratos bancarios), dejando al có-
digo general como un marco para definir al empresario, la empresa y la regulación 
conjunta de ciertos contratos básicos, todo ello sin dejar de resaltar que, como ha 

10	 Mármol, “…Fundamentos de Derecho Mercantil”.
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indicado Riquezes, a pesar de todo, ni Francia ni Italia ni España ni ningún otro país 
que se adhirió al movimiento codificador en el siglo xix han abandonado al Código; 
por el contrario, su preocupación se centra en la manera de actualizarlo.11

Esta circunstancia, opinamos, es indicativa de que este viejo y admirado texto, 
nuestro Código de Comercio, que recoge una sabiduría jurídica secular, aún es via-
ble en estos tiempos y de que, por lo que respecta al caso venezolano, como resalta 
Riquezes,

su desfasamiento con los nuevos tiempos no ha sido culpa de la forma escogida, 
es decir, de la recopilación del derecho en un texto que concentre las distintas 
materias, sino de parlamentarios indolentes, que ni asumieron durante décadas su 
rol principal (legislar), ni estimularon el funcionamiento de cuerpos técnicos de 
indudable valía como la desaparecida Comisión Codificadora Nacional, que por 
varios años se encargó de la revisión periódica de nuestros Códigos, con el propó-
sito de su reforma oportuna12.

Habiendo quedado dilucidadas dos de la grande diatriba del Derecho mer-
cantil, al haberse aceptado que habrá un nuevo Código de Comercio y que no estará 
integrado al Código Civil, es imperativo organizar la forma en que deben enfrentar 
los proyectistas la reforma.

1.4. El ámbito de aplicación del Código y la histórica 
discusión de los sistemas de Derecho mercantil

El Código de Comercio vigente, cuyo último hito reformador se remonta a la 
Gaceta Oficial extraordinaria N° 475 de 1955, inaugura su estructura con un Título 
Preliminar. Este apartado establece el ámbito de aplicación de la norma, recurriendo 
a una técnica mixta que delimita tanto el ámbito subjetivo (el comerciante) como 
el objetivo (los actos de comercio).

En la actual redacción, el legislador emplea la figura del “acto subjetivo” para 
atraer a la jurisdicción mercantil la totalidad de las operaciones realizadas por un 
comerciante, bajo una presunción iuris tantum de mercantilidad, salvo prueba o 
naturaleza en contrario.

Sin embargo, esta estructura mixta enfrenta hoy un debate doctrinario: el 
tránsito hacia el Sistema de la Empresa. Mientras el código tradicional se pierde en 
enumeraciones de actos (artículo 2), la tendencia legislativa venezolana contempo-
ránea —reflejada en leyes mercantiles modernas, como la Ley Antimonopolio, la 

11	 Riquezes. “…El fenómeno”.
12	 Idem.
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Ley de Precios y Costos Justos, la misma legislación de la propiedad industrial— ha 
comenzado a gravitar hacia un concepto más amplio y dinámico: la actividad eco-
nómica organizada con ánimo de lucro.

La reforma debe, por tanto, evaluar si persiste en la enumeración taxativa 
del artículo 2 —la cual, por naturaleza del mercado, siempre resultará incompleta 
y anacrónica—, obligando al uso de la analogía en cada nuevo tipo de actividad 
económica,, o si adopta la teoría de la empresa, alineándose con sistemas modernos 
como el brasileño, que prioriza la unidad económica de producción frente a la rígida 
distinción del acto aislado.

Vale la pena recordar aquí la posición de la profesora Ustaríz, para quien, la 
noción de empresa y la de empresario en su más preciso sentido económico se han 
erigido en el objeto central de estudio del nuevo Derecho mercantil, a despecho de 
las previsiones positivas que siguen manteniéndose en los Códigos de Comercio y 
leyes especiales en distintos países13.

Para esta autora:

la empresa en tanto organismo, en tanto forma organizativa indispensable, ya 
intuida por la raza humana desde los albores de su historia se nos revela como 
institución fundamental en el crecimiento y desarrollo económicos. Más allá de 
la idea quimérica o ficcional de atribuirle personalidad jurídica, de personalizarla, 
estamos ante un ente que a través de un complejo proceso de toma de decisiones, 
de una persona, o de varias en forma colectiva o colegiada, cuya visión y descubri-
miento de las oportunidades que habían pasado a otros inadvertidas, a través de 
la innovación permanente y la tecnología como grandes estandartes, asume así la 
responsabilidad por las decisiones que enrumban a la empresa colectiva hacia el 
éxito o el fracaso.

1.5. El rango del nuevo Código dentro de la jerarquía de las leyes

Es perfectamente posible pensar que una de las discusiones que serán someti-
das a discusión es el rango de este instrumento legal. Aunque en nuestro país tradi-
cionalmente los Códigos han ostentado el rango de leyes ordinarias, al proyectarse su 
reforma como un Código de la Economía y Comercio Productivo, es probable que 
se discuta si debe ser sometida a consideración de la Asamblea Nacional y, posterior-
mente al Tribunal Supremo de Justicia, su carácter de orgánico, como sucedió en el 
pasado con el Código Orgánico Procesal Penal.

13	 Nasly, Ustariz Forero, 2021. «Breve visión evolutiva del papel de la empresa como institución fundamental en la Econo-
mía y en el Derecho Mercantil ». RVDM, Nro. 6, 57. Acceso el 2 de enero de 2026.
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Es de suponer que muchas voces calificadas se verán obligadas a alzar su voz 
en contra de esta posibilidad.

El Tribunal Supremo de Justicia de nuestro país, ha reconocido la taxativi-
dad establecida constitucionalmente para que una norma adquiera el carácter de 
orgánico, es así como en la sentencia Nº 537 del 12 de junio de 200014, caso: “Ley 
Orgánica de Telecomunicaciones”, fijó el alcance de aquellas nociones que sirven 
para calificar las leyes –u otro acto- que detente el mismo rango emanado por una 
autoridad constitucionalmente habilitada para ello. Estas nociones son, conforme 
a su ámbito de regulación material, a la luz del artículo 203 de la Constitución de 
1999: (i) las que en casos concretos así haya considerado el propio Texto Constitu-
cional (vale decir, las leyes orgánicas por denominación constitucional), y aquellas 
relativas (ii) a la organización de los Poderes Públicos, (iii) al desarrollo de derechos 
constitucionales, y (iv) las que constituyan un marco normativo para otras leyes. Al 
respecto la profesora Nayibe Chacón nos enseña:

…el Derecho Mercantil tampoco no se encuentra alejado de los preceptos consti-
tucionales, específicamente aquellos que corresponden a la libertad de empresa o 
libertad económica y la competencia comercial, así como los demás que desarro-
llan los postulados del sistema económica, de la protección al consumidor; y claro 
está el derecho de propiedad.15

La Sala Constitucional mediante sentencia No 4/201216, se pronunció sobre el 
concepto de desarrollo de derechos constitucionales exponiéndo que « se considera 
como ‘desarrollo’ cualquier clase de regulación general de los derechos, lo cual nece-
sariamente abarca a las normas que impongan límites a aquéllos…, en virtud de la 
necesaria convivencia social».

En el caso del Código proyectado no queda duda que el mismo desarrollará 
principios constitucionales, como mínimos, todos aquellos relativos a los derechos 
económicos, pero también los relativos a los derechos individuales e inclusos a los 
que se refieren a las potestades de los órganos del Estado.

Asimismo, debido a la fragmentación del Código y la existencia de un con-
junto de leyes mercantiles especiales, de diferentes épocas históricas, que regulan 
materias diferentes, a las que se suma la regulación mercantil sublegal, este debería 

14	 Sentencia del Tribunal Supremo de Justicia, Sala Constitucional, Sentencia n.° 537, “Caso: Ley Orgánica de Telecomu-
nicaciones”, 12 de junio de 2000.

15	 Chacón, … Discurso. pág. 18.
16	 Tribunal Supremo de Justicia, Sala Constitucional, Sentencia n.° 4, “Caso: Interpretación de los artículos 203 y 204 de 

la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela”, 20 de enero de 2012.
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estar llamado a ser el eje central que desarrolle los principios constitucionales en las 
materias respectivas a la actividad económica, sirviendo de guía, de límite y protec-
ción y dando cohesión a la regulación.

Ante este escenario, surgirá sin duda la propuesta de elevar la jerarquía del Có-
digo de Comercio a la categoría de Ley Orgánica. En los sistemas constitucionales 
modernos, las leyes orgánicas no solo sirven para organizar los poderes públicos, sino 
también para desarrollar el núcleo esencial de los derechos fundamentales.

Si entendemos que el Código de Comercio es el instrumento que articula 
la libertad de empresa, el derecho de propiedad y la libre asociación, su naturaleza 
trasciende la de una ley ordinaria. Un código con rango orgánico actuaría como una 
“Constitución Económica”, estableciendo un marco de principios infranqueables 
para el legislador ordinario y para la administración pública, al tiempo que ofrece 
tres soluciones críticas a los problemas actuales.

En primer lugar, permitiría hacer frente a la primacía de sus preceptos frente a 
la discrecionalidad administrativa: Actualmente, las regulaciones prudenciales e ins-
tructivos de entes reguladores suelen contradecir principios generales del comercio. 
Un código orgánico obligaría a que toda norma sublegal se someta estrictamente a 
sus principios, bajo pena de nulidad por violación de la jerarquía de las fuentes.

Igualmente, al requerir mayorías calificadas para su reforma, el Código se 
protege de los vaivenes políticos y de reformas parciales que fragmentan el sistema 
legal.

En un mundo de mercados interconectados y nuevas tecnologías (fintech, 
blockchain), se requiere un eje central sólido. La jerarquía orgánica permite que las 
leyes especiales se adapten a la tecnología sin destruir la base conceptual del Derecho 
mercantil.

1.6. La Estructura del Código Vigente

Imperioso resulta al analizar una reforma legislativa partir del conocimiento 
de la situación actual. Toda reforma debe cimentarse en un conocimiento exhaustivo 
de la rama del ordenamiento jurídico al que se enfrenta y la estructura del instru-
mento a modificar.

Nuestro Código actual se organiza en 1120 artículos estructurados en el título 
preliminar que contiene las disposiciones generales y cuatro libros destinados a la 
regulación del comercio, el derecho marítimo, los atrasos y las quiebras y la jurisdic-
ción mercantil.
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El Libro Primero, titulado «Del Comercio en General», comprende la regu-
lación relativa a la figura del comerciante, los auxiliares de comercio y el régimen 
general de las obligaciones y contratos mercantiles. Esta sección no solo representa 
el segmento más extenso del código, sino que constituye el núcleo dogmático de la 
disciplina. No obstante, ha sido objeto de persistentes cuestionamientos por parte 
de la doctrina más autorizada en cada uno de sus artículos. Especial énfasis requiere 
el hecho de que el régimen societario ha quedado reducido en la praxis a la opera-
tividad de la sociedad anónima, mientras que la normativa sobre títulos valores se 
concentra casi exclusivamente en la letra de cambio. Asimismo, cabe destacar que 
aproximadamente sesenta artículos dedicados a los seguros generales y terrestres se 
consideran actualmente derogados.

Por otro lado, el Libro Segundo, referido al «Derecho Marítimo», carece de 
vigencia material al haber sido derogado por la legislación especializada dictada en el 
año 2001 y sus posteriores reformas de 2006.

En lo concerniente al Libro Tercero, «De los Atrasos y de la Quiebra», si 
bien mantiene su vigencia formal, estos procedimientos han caído en desuso ins-
titucional. Su ineficiencia radica en que han demostrado ser procesos onerosos y 
lentos –casi interminables-, fundamentados en principios anacrónicos que omiten 
la protección de la continuidad de la empresa. Estos mecanismos responden a una 
estructura económica de principios del siglo XX, la cual resulta incompatible con las 
crisis sistémicas del entorno económico contemporáneo. Al respecto, se ha sugerido 
que el fracaso de las instituciones concursales tradicionales puede atribuirse a la 
limitada comprensión legislativa sobre las realidades socioeconómicas modernas, lo 
cual se traduce en una resistencia al cambio normativo. Esta situación se agrava por 
la carencia de información pública respecto a la finalidad legítima y los intereses que 
deben tutelar los procesos de insolvencia. Aunque formalmente vigente en la prác-
tica casi han desaparecido estos procesos, por cuanto los mismos han demostrado 
ser costosos, largos e ineficientes en el tiempo, al estar fundamentados en principios 
vetustos, que no dan primacía a la continuidad de la empresa, fundados en una eco-
nomía de inicios del siglo XX que nada tiene que ver con las crisis que enfrentamos 
en el sistema económico en la actualidad.17

17	 Creemos que una de las causas del fracaso del derecho de quiebra puede estar en el poco entendimiento que tienen al-
gunos legisladores acerca de las realidades económicas y sociales del mundo moderno, lo que se refleja en algunos casos 
en un temor al cambio. También podríamos encontrar explicación de este fracaso en la falta de información que tiene el 
común de la gente acerca de cuál debe ser finalmente el objetivo y los intereses que defienden los procesos de quiebra. 
Alfredo Ferrero Diez Canseco, «Del derecho de quiebra al derecho concursal moderno y la ley de reestructuración empre-
sarial», Derecho PUCP, n.º 47 (diciembre de 1993): 385.
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Libro Cuarto: De la jurisdicción Comercial. Este apartado se encuentra seve-
ramente afectado por el paso del tiempo, a lo que se suma que varios de sus artículos 
han sido declarados inconstitucionales por el Máximo Tribunal de la República.

Uno de los principales retos al que se encuentra sometido el legislador de 
nuestro nuevo Código será cuál es la estructura que adoptará vista la derogatoria de 
muchas disposiciones incluyendo parte importante del libro primero en materia de 
seguros y todo el libro segundo se encuentra regulado en las leyes especiales maríti-
mas. En la práctica podemos decir, que nuestro Código de Comercio se encuentra 
desintegrado y resulta aplicable mayormente en lo que se refiere al Libro Primero, es 
decir, a los preceptos generales del Derecho mercantil, la regulación de las obligacio-
nes mercantiles, los contratos y los títulos valores.

Lo arrinconan un conjunto de leyes especiales, como por ejemplo la legisla-
ción financiera, dado que el ecosistema financiero venezolano se encuentra cimen-
tado sobre un robusto cuerpo normativo que incluye la Ley de Instituciones del 
Sector Bancario y la Ley del Banco Central de Venezuela, las cuales dictan las pautas 
de política monetaria y el funcionamiento de las entidades financieras, pero que 
también influyen en la contratación mercantil en este sector, dotando de potestades 
a las autoridades financieras para no solo regular, sino para aprobar cada uno de los 
tipos contractuales existentes.

 Este marco se complementa con la Ley de la Actividad Aseguradora, que 
supervisa a las empresas de seguros, reaseguros y medicina prepagada, y la Ley de 
Protección al Deudor Hipotecario, orientada a regular los préstamos habitacionales.

En materia de garantías, el ordenamiento jurídico ofrece herramientas como 
la Ley de Hipoteca Mobiliaria y Prenda sin Desplazamiento de Posesión, que per-
mite garantizar créditos con bienes muebles sin que el deudor pierda su uso, además 
de la Ley de Ventas con Reserva de Dominio y la Ley de Almacenes Generales de 
Depósito, fundamentales para la logística de garantías sobre mercancías.

El dinamismo del capital se regula a través de la Ley de Mercado de Valores, la 
Ley de Entidades de Inversión Colectiva y la Ley de Caja de Valores. que establecen 
las reglas para la oferta pública de títulos, casas de bolsa y fondos mutuales, entre 
otros, que conceden amplias facultades regulatorias a la Superintendencia de Cajas 
de Valores.

Por otro lado, la protección de los activos intangibles y el equilibrio del mer-
cado recaen sobre la Ley de Propiedad Industrial y la Ley sobre el Derecho de Autor, 
esenciales para el registro de marcas, patentes y software.
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La modernización del derecho privado en Venezuela encuentra su base legal 
en la Ley sobre Mensajes de Datos y Firmas Electrónicas, que otorga validez jurídica 
a los contratos digitales, y la llamada Ley de Infogobierno, que rige la relación digital 
con el Estado. En el ámbito de la logística, la Ley de Comercio Marítimo, la Ley Ge-
neral de Puertos y la Ley de Aeronáutica Civil configuran el marco para el transporte 
de carga y riesgos asociados.

La seguridad jurídica de las organizaciones se garantiza mediante la Ley de Re-
gistros y del Notariado, indispensable para la constitución de empresas, y la Ley de 
Arbitraje Comercial, que ofrece un mecanismo eficiente y especializado para dirimir 
disputas mercantiles al margen de los tribunales ordinarios.

Estas normativas coexisten con la Ley Antimonopolio y la Ley Orgánica de 
Precios Justos, cuyo objetivo es prevenir prácticas desleales y regular los márgenes 
de ganancia en la economía nacional y con una serie de leyes dirigidas a estimular 
la pequeña y mediana empresa y a regular la inversión extranjera, así como con un 
abanico –de muy difícil enlistamiento- de leyes de otros sectores económicos que 
imponen obligaciones a los actores y regulan sus contratos.

1.7. La diatriba sobre las normativas sublegales y la competencia 
de las autoridades administrativas

En el ordenamiento jurídico actual, la arquitectura normativa se ha vuelto 
eminentemente dinámica, delegando en organismos técnicos la facultad de configu-
rar la conducta de los actores económicos. Esta “administrativización” del Derecho 
Mercantil se manifiesta a través de un abanico de actos administrativos que, bajo la 
forma de providencias, resoluciones o circulares –entre otros-, constituyen el marco 
vinculante de operación para el sector privado.

En el sector financiero, el Banco Central de Venezuela y la Superintendencia 
de las Instituciones del Sector Bancario (SUDEBAN) ejercen una regulación que 
podríamos calificar de macroprudencial, mediante resoluciones y circulares que tras-
cienden la mera vigilancia; estos actos determinan desde el encaje legal y la gestión 
de riesgos hasta la operatividad de las finanzas tecnológicas (fintech). Paralelamente, 
el Banco Central de Venezuela (BCV), a través de Convenios Cambiarios y sus pro-
pias resoluciones, establece el régimen de circulación de divisas y las tasas de interés, 
dictando la política monetaria que rige las transacciones de mercado.

Por su parte, la Superintendencia Nacional de Valores (SUNAVAL) y la Su-
perintendencia de la Actividad Aseguradora (SUDEASEG) operan como rectores 
técnicos del mercado de capitales y del sector asegurador. Mientras la primera dicta 
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las pautas de gobierno corporativo y las condiciones para la oferta pública, la segun-
da regula la arquitectura de los contratos de adhesión (pólizas) y los márgenes de 
solvencia, garantizando la protección del asegurado frente al riesgo de insolvencia 
de la entidad.

Finalmente, el orden económico se ve profundamente impactado por la acti-
vidad de distintos y numerosas instituciones del Estado que han venido regulando 
instituciones propias del Derecho mercantil18. Andrea Rondón, quien manifiesta 
ampliamente su postura sobre el tema nos indica:

En la actualidad venezolana, muchas de las regulaciones del Derecho administrati-
vo merecen rechazo, entre otras razones, por cómo han progresivamente arrebata-
do sin justificación ámbitos regulados por el Derecho Privado, y con ello, ámbitos 
de autonomía y libertad a los ciudadanos, proceso que en algún caso ha llevado a 
algunos a hablar de un “Derecho Privado Administrativo”, categoría que, como 
en otro lugar se procurará demostrar, es contraria al Estado Constitucional (social 
de Derecho) que reconoce la Constitución de 199919.

Como ejemplos de esta intervención administrativa en la actividad mercantil 
pueden citarse los lineamientos de la Superintendencia Antimonopolio sobre con-
centraciones económicas y los reglamentos en materia de franquicias que buscan 
mitigar las asimetrías del mercado y prevenir prácticas abusivas.

Asimismo, la presión normativa del SENIAT a través de sus Providencias Ad-
ministrativas no solo regula el deber formal tributario, sino que redefine los procesos 
contables, exige nuevos libros y establece procesos operativos para las empresas me-
diante la implementación de máquinas fiscales y facturación electrónica, integrando 
así la normativa técnica en la gestión diaria del patrimonio mercantil.

Como se puede observar, el entramado legal que rige la actividad comercial 
en Venezuela es profundamente atomizado y desarticulado. Esta fragmentación ha 
generado un sistema complejo, donde el comerciante y el inversionista deben nave-
gar entre leyes del siglo pasado y resoluciones administrativas que cambian frecuen-
temente y a veces, incluso, no son suficientemente divulgadas, como ocurre con 
las circulares emitidas por los entes de control remitidas mediante comunicaciones 
privadas a los sujetos obligados.

18	 El tema ha sido abordado desde el siglo pasado. V. Allan R. Brewer-Carías, «La actividad administrativa y su régimen 
jurídico: sentido de la interaplicación del derecho público y del derecho privado», en II Jornadas Internacionales de Dere-
cho Administrativo «Allan Randolph Brewer-Carías» (Caracas: Fundación de Estudios de Derecho Administrativo, 1996), 
19-73.

19	 Andrea Rondón García, «¿Publicización del derecho privado? Notas para una reivindicación del derecho privado ante el 
desbordamiento actual del derecho público en Venezuela», Revista de Derecho UCAB, n.º 60-61 (2005-2006): 207.
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En muchos casos, estas normas no se encuentran alineadas con principios 
fundamentales de eficiencia, celeridad y seguridad jurídica.

Por otra parte, existe una desconexión entre la realidad del comercio digital de 
2026 y una burocracia legislativa que aún exige formalismos físicos. Esta dispersión 
fomenta la discrecionalidad administrativa y eleva los costos de cumplimiento, con-
virtiéndose en una barrera para el emprendimiento.

Por ello, como hemos indicado pensar en el rango de un Código de Comercio 
con carácter orgánico es una necesidad para tratar de dar coherencia jurídica, para 
centralizar los principios rectores del mercado y obligar a que todo este cúmulo de 
normas sublegales se alinee, finalmente, con una visión de libertad económica y 
modernidad tecnológica.

1.8. Las fuentes del Derecho mercantil

La obsolescencia formal del Código no ha impedido que el Derecho Mer-
cantil, a través de sus fuentes y métodos de interpretación, se ajuste a los cambios 
sistémicos del mercado, por esto, un aspecto crítico de la reforma debe ser la revisión 
de la prelación de fuentes. En el sistema actual, la remisión al Código Civil es fre-
cuente; no obstante, la propuesta normativa debe fortalecer la autonomía del Dere-
cho Mercantil. Es imperativo que los usos y costumbres mercantiles se posicionen 
jerárquicamente por encima del ordenamiento civil supletorio. La integración de las 
fuentes debe ocurrir primero dentro de la propia lógica mercantil, acudiendo a lo 
civil solo como última ratio.

El principal ejemplo actual lo representa la irrupción de las criptomonedas. 
A pesar de constituir una nueva forma de negociar y extinguir obligaciones que 
trasciende las fronteras nacionales y los métodos tradicionales, aún carecen de una 
regulación robusta o consenso regulatorio tras más de una década de presencia en el 
mercado. No obstante, el volumen de transacciones demuestra la capacidad de auto-
rregulación de la actividad económica. Tal vez los legisladores han sido consecuentes 
con la tesis de Savigny, no debe regularse lo que el estado del arte aún no conoce a 
profundidad.

De esta manera, el Derecho Mercantil retorna a sus orígenes como un derecho 
nacido de la praxis. Esta capacidad de respuesta autónoma ha sido, quizás, el factor 
que ha evitado que la reforma del Código de Comercio se percibiera como una 
urgencia absoluta, incluso tras procesos de reforma constitucional que modificaron 
sustancialmente los principios y derechos económicos de la Nación. Sin embargo, 
para garantizar la seguridad jurídica y el desarrollo económico, resulta imperativo 
ajustar el marco legal a las necesidades de un mercado globalizado y digitalizado.
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Asimismo, como indicamos precedentemente, se observa con preocupación 
el creciente poder regulatorio de organismos administrativos (como la Superinten-
dencia de la Actividad Aseguradora), no sólo con normas dispersas que inciden sobre 
aspectos claves del Derecho mercantil, sino que han sido autorizadas legalmente a 
regular el contenido de los contratos. La reforma debe reglamentar y delimitar estas 
facultades para evitar que la globalización y las nuevas tecnologías diluyan la segu-
ridad jurídica del Código en favor de una regulación fragmentaria y administrativa.

Si el nuevo Código debe erigirse como el motor del crecimiento productivo, 
compaginando la libertad de empresa con los principios constitucionales del sistema 
económico de la República, no cabe pensar en leyes especiales sin la presencia central 
del código, que también recibe la influencia de aquellas

1.9. Las nuevas tecnologías en un tratamiento integral como 
imperativo de la reforma

La codificación mercantil contemporánea se enfrenta al desafío de superar 
la visión atomizada que reduce lo tecnológico a un capítulo aislado sobre comercio 
electrónico. En el contexto de una reforma sustancial e integradora, la tecnología no 
debe ser interpretada como una materia especial, sino como un principio de carácter 
transversal que impregna la totalidad de las instituciones del Derecho Privado.

Esta perspectiva sistémica exige que el nuevo Código de Comercio reconozca 
la digitalización no solo como un medio para la contratación mercantil tradicional, 
ni tampoco como un accesorio formal, sino como el soporte estructural y obligatorio 
sobre el cual se despliega la actividad económica actual.

Bajo esta premisa, la norma debe internalizar la realidad de las nuevas figuras 
de comerciantes, así como las de intermediación, tales como los marketplaces y los 
ecosistemas de distribución digital, los cuales han mutado la naturaleza del acto de 
comercio tradicional hacia la prestación de servicios intangibles, la computación en 
la nube (cloud computing) y la explotación de activos de software.

Esta integración holística se manifiesta con especial vigor en la arquitectura 
del derecho de sociedades y el registro mercantil. El tránsito hacia una personalidad 
jurídica telemática implica que el ciclo de vida de la empresa —desde su constitu-
ción mediante protocolos digitales de confianza hasta la celebración de asambleas 
virtuales y la administración mediante sistemas de gobernanza descentralizada— 
debe estar exento de los anacronismos del soporte físico.

En el mismo sentido, la contabilidad mercantil y el régimen de propiedad 
industrial deben evolucionar hacia el reconocimiento de los libros electrónicos in-
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alterables y la protección de nuevos activos intangibles derivados de la innovación 
técnica. La ciberseguridad y la ciberresiliencia dejan de ser conceptos puramente 
informáticos para convertirse en deberes de diligencia mercantil, cuya inobservancia 
compromete la responsabilidad de los administradores y la estabilidad del mercado.

Por último, la transversalidad tecnológica alcanza su máxima expresión en 
la contratación electrónica, los contratos inteligentes, la desmaterialización de los 
títulos valores y la automatización de los sistemas de compensación y liquidación.

En materia de títulos valores, al prescindir de la tradición cartular para adop-
tar registros electrónicos basados en la integridad y el no repudio, el Código debe 
unificar el régimen cambiario con las exigencias de celeridad del sector financiero 
moderno.

Asimismo, la incorporación de la inteligencia artificial como agente en la 
toma de decisiones comerciales y el análisis de concentraciones económicas bajo el 
prisma del Big Data, refuerza la idea de que la tecnología es el tejido conectivo de la 
seguridad jurídica. Solo mediante esta regulación transversal se logra armonizar un 
entramado legal hasta ahora disperso, garantizando que el ordenamiento sea resilien-
te ante el cambio técnico y fiel a los principios de libertad económica y eficiencia que 
deben regir en la sociedad de la información.

Los códigos de comercio latinoamericanos, en su mayoría decimonónicos, 
fueron diseñados para una economía física, presencial y territorial. La revolución di-
gital ha creado una realidad mercantil donde, como señala Pérez Botija, « el empre-
sario puede operar desde un servidor en la nube, contratar mediante algoritmos, y 
crear valor a través de datos intangibles»20. Esta transformación exige conceptualizar 
nuevamente y de manera completa todas las instituciones mercantiles.

La reforma no debe caer en el “legaltechwashing”—mera incorporación de ter-
minología tecnológica sin sustancia—sino que debe partir de un análisis profundo 
de todas y cada una de las instituciones mercantiles, desde los principios de: neu-
tralidad tecnológica, equivalencia funcional, proporcionalidad, y responsabilidad 
escalonada según la capacidad técnica, sin olvidar los otros principios que los rigen.

El proceso exige una mirada que trascienda la simple digitalización de trámi-
tes, la regulación de los contratos electrónicos, la protección de los datos o derechos 
de los comerciantes que suelen ser el centro del debate.

20	 Eduardo Pérez Botija, 2021. Derecho Mercantil Digital. Madrid: Tecnos, 45.
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 La transformación debe ser más profunda y estructural partiendo desde la 
esencia misma de las instituciones mercantiles, desde quién es considerado empre-
sario hasta cómo se constituye, opera y disuelve una sociedad y qué normas funda-
mentales deben regular la actuación de cada empresa. No se trata solo de regular las 
reglas sobre cómo firmar un contrato en línea, la forma de dar el consentimiento, la 
forma de probar, sino de redefinir las reglas del juego para un ecosistema donde el eje 
central ya no reside principalmente en fábricas o almacenes, sino que se encuentra 
entrelazado con datos, algoritmos y redes descentralizadas.

El primer reto conceptual en las nuevas tecnologías es la figura del empresario. 
El código tradicional imagina a un comerciante con establecimiento físico, libros de 
contabilidad encuadernados y una actividad localizada. Hoy, nos encontramos con 
nómadas digitales que gestionan empresas globales desde un portátil, plataformas 
que operan como intermediarias sin ser propietarias de ningún activo material, y 
hasta agentes autónomos que toman decisiones comerciales con mínima interven-
ción humana. Urge entonces redefinir el concepto de “establecimiento mercantil” 
incluyendo entonces los principales aspectos jurídicos de las direcciones IP o un 
nodo en una blockchain.

En el mismo orden de ideas, la reforma debe crear un estatuto para el empre-
sario digital, reconociendo su naturaleza deslocalizada, sus activos intangibles y sus 
particulares obligaciones, sin por ello crear una categoría rígida que pierda vigencia 
rápidamente.

Esta redefinición impacta también a las obligaciones del empresario y arrastra 
consigo la necesidad de reinventar el registro mercantil. La idea instaurada en el siglo 
XX de una oficina a la cual se llevan los papeles para su inscripción es anacrónica. 
El registro del futuro debe ser un ecosistema de datos interoperable, accesible las 24 
horas, validado mediante criptografía, y que se mantenga entrelazado y opere auto-
máticamente con otros sistemas (tributarios, de propiedad intelectual, de protección 
de consumidores).

 La tecnología blockchain, por otra parte, podría garantizar la inmutabilidad 
de los actos inscritos —como los poderes de representación o las modificaciones 
estatutarias—, otorgando una seguridad jurídica superior a la del papel sellado. El 
objetivo debe ser crear una infraestructura que dé certeza y agilice la vida de las 
empresas. Varios países del mundo vienen avanzando en este sentido, por ejemplo, 
Estados Unidos, China, Suecia, Brasil, por citar solo algunos21.

21	 Un interesante estudio que reseña evoluciones en este sentido es el de Marina Vega Maza, «El auge de blockchain y sus 
posibilidades reales de aplicación en los registros de las administraciones públicas», IDP: Revista de Internet, Derecho y 
Política, n.º 29 (2019): 1-13, https://doi.org/10.7238/idp.v0i29.3175.
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Esta tecnología se considera altamente útil, en lograr registros confiables, con 
información distribuida, disponible en todo momento. Sus riesgos también han sido 
objeto de análisis en la materia. Para Vega:

La tecnología blockchain o DLT (distributed ledger technology) dota a los objetos 
de una identidad digital permanente en el tiempo, al margen de su naturaleza, y 
ha irrumpido con fuerza en diversos campos de la mano de las criptomonedas. 
Más allá  del  auge en el ámbito financiero, su aplicación en la Administración 
pública se antoja amplia y rupturista, especialmente en el registro de distintos ti 
pos de activos, y la Unión Europea se configura como uno de sus principales im-
pulsores. No obstante, esta tecnología se encuentra aún en un estado embrionario 
y la literatura actual tiende a exaltar sus posibles beneficios, sin analizar de forma 
sistemática su implementación o limitaciones.

Igualmente, en materia de contabilidad mercantil, la irrupción tecnológica no 
debe limitarse a permitir nuevos procesos automatizados. Es decir, no se trata de la 
automatización y los riesgos sobre el cumplimiento normativo, sino de emprender 
la regulación teniendo en cuenta los softwares contables, el almacenamiento de la 
información en la nube, la automatización de los procesos y el análisis predictivo, 
las auditorías automatizadas, la automatización robótica de procesos, el uso de la 
inteligencia artificial no solo para realizar las actividades necesarias, sino también 
para la toma de decisiones.

Junto con estos cambios de identidad y registro, surge un nuevo deber implí-
cito en la actividad empresarial: la ciberseguridad y la resiliencia digital, concebida 
no solo como una mera buena práctica tecnológica, sino como una obligación inhe-
rente a la diligencia y responsabilidad del empresario moderno. Un código actualiza-
do debería consagrar este deber, exigiendo medidas de seguridad por diseño, planes 
de continuidad ante ciberataques y notificación obligatoria de brechas que afecten 
a clientes o al mercado. La responsabilidad por los riesgos de las nuevas tecnologías 
ya no puede verse solo desde la óptica de la protección de datos personales; es un 
fallo en la estructura misma de la empresa que puede comprometer su viabilidad y 
la confianza del mercado.

En el núcleo de la actividad mercantil están los contratos. Aquí, la distinción 
crucial ya no es entre contrato físico y electrónico, sino entre el contrato electróni-
co —que básicamente replica en PDF lo que antes estaba en papel— y el contrato 
inteligente o smart contract. El primero plantea problemas conocidos: validez de la 
firma digital, conservación de la prueba, determinación del momento de perfección. 
El segundo representa un salto cualitativo: es un programa informático que se auto 
ejecuta cuando se cumplen condiciones predeterminadas.
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Un smart contract para pagos automatizados en una cadena de suministro, por 
ejemplo, transfiere fondos automáticamente al verificar en la blockchain la recepción 
de la mercancía. Esto plantea preguntas que debemos considerar fundamentales: 
¿dónde reside el consentimiento? ¿Cómo se impugna un vicio de la voluntad en un 
código que ejecuta sin preguntar? ¿Quién responde si un error en el programa causa 
un perjuicio? Regular los smart contracts exige pensar en términos de “ley aplicable 
al código” y responsabilidad por el diseño algorítmico.

El ecosistema se complejiza con la irrupción de otras tecnologías. La inteligen-
cia artificial no es solo una herramienta, sino un agente que puede seleccionar pro-
veedores, fijar precios o denegar créditos. Su uso exige principios de transparencia 
algorítmica y auditoría, especialmente para evitar discriminaciones automatizadas.

Por otra parte, el Internet de las Cosas (IoT) convierte productos en servicios 
permanentes, difuminando la línea entre la venta de un bien y la prestación de una 
suscripción, y generando flujos masivos de datos cuyo valor y propiedad deben defi-
nirse, por su parte, la robótica avanzada, con drones de reparto o vehículos autóno-
mos, obliga a replantear las reglas de responsabilidad civil y los seguros obligatorios.

En definitiva, la reforma del Código de Comercio no puede limitarse a añadir 
un capítulo sobre “comercio electrónico”. Debe emprender una reconceptualización 
integral, con un enfoque de neutralidad tecnológica —que no privilegie una tecno-
logía específica— pero también de responsabilidad proporcional —que exija más 
a quien más capacidad técnica tiene—. El objetivo es construir un marco que, sin 
obstaculizar la innovación, garantice que el progreso tecnológico sirva a un mercado 
más ágil, seguro y justo. Como bien señala la doctrina contemporánea, el Derecho 
mercantil del siglo XXI será aquel que logre adaptarse sin perder su esencia: facilitar 
el intercambio económico con seguridad y equidad.

2. Del ámbito subjetivo de aplicación

2.1. Del comerciante al empresario: la evolución en la noción 
de los sujetos regulados

La terminología tradicional de “comerciante” se percibe hoy como restringida. 
Siguiendo las lecciones del profesor Hugo Mármol, el Derecho Mercantil no regula 
todo el comercio ni solo el comercio; por ello, la mutación hacia el término “Empre-
sario” no es una mera cuestión de semántica, sino una ampliación del espectro hacia 
sectores industriales y de servicios que superan el concepto clásico de intercambio 
de bienes.
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Sin embargo, entendemos la resistencia que puede haber para este tránsito 
hacia el concepto de empresario y hacia un sistema de Derecho mercantil basado en 
la empresa.

Galgano ha dicho que:

El concepto de empresario, antes que un concepto de derecho, es un concepto de 
la economía, ya que fue elaborado, en la época moderna, para caracterizar uno de 
los sujetos del sistema económico, o sea de la organización social de la producción 
y de la distribución de riqueza. En ella participan muchas otras figuras, además 
del empresario, una que intervienen los capitalistas, que ofrecen su propio capital 
para recibir en compensación la remuneración fija que se llama interés; los traba-
jadores, quienes ofrecen también a cambio de una remuneración fija llamada sala-
rio, sus propias energías de trabajo, y por último los consumidores, o sea los que 
solicitan para satisfacer sus propias necesidades, determinados bienes o servicios. 22

Será interesante ver si el legislador venezolano tiene la valentía de tomar po-
sición sobre una noción, que se explica desde la economía, pero no tanto desde el 
derecho. De suyo, el reconocimiento del concepto de la empresa como núcleo obje-
tivo de regulación del Derecho mercantil, debe llevar a los proyectistas a distinguir 
el concepto de empresario, persona individual o persona jurídica lo cual plantea el 
recolocar a la sociedad no como un contrato más sino con la importancia que tiene 
al constituirse en el centro del ámbito subjetivo del Código de Comercio. Así, el 
ámbito objetivo será la actividad económica realizada por la empresa y el ámbito 
subjetivo, el empresario.

De ser así, la primera parte del nuevo texto legal deberá replantearse los temas 
del empresario –otrora-el comerciante- sobre cómo se adquiere esa cualidad, y como 
participan en la misma ciertos sujetos como los menores –pero deberá redirigirse a 
las novísimas disposiciones sobre la protección del niño y adolescente-, y a los pro-
blemas derivados del ejercicio de la actividad por los cónyuges y quienes mantienen 
relaciones estables de hecho –que hoy en día ya no debería presentar ninguna discu-
sión-, el carácter de empresario de los organismos del Estado, lo cual representa un 
gran reto con los avances del derecho administrativo en la actualidad y la penetra-
ción del Estado en el ejercicio de actividades económicas, los artesanos y también las 
profesiones liberales.

22	 Francesco Galgano. 1999. Derecho Comercial. El empresario. Colombia, 11.
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Sobre este último aspecto, no queda duda que el ejercicio de las profesiones 
liberales, definida como aquella actividad personal en la que impera el aporte inte-
lectual, el conocimiento y la técnica y, en general, la prestación de servicios en donde 
lo que priva fundamentalmente son las capacidades y aptitudes de las personas, no 
deben ser sometidas al ámbito mercantil. La pregunta ante la que debe plantarse el 
proyectista estará vinculada a los casos en los que la profesión o el oficio se presta a 
través de una empresa, como organización económica, o por medio de una sociedad, 
es decir, cuando el profesional pasa a ser el organizador de una actividad ejercida por 
él y por otros.

La necesaria distinción entre la figura de la empresa y el empresario resulta 
fundamental, concebido este último como

El titular propietario o directivo de una industria, negocio o empresa. También 
designa a la persona que por concesión o por contrata ejecuta una obra o explo-
ta un servicio público, así como a un patrono o persona que contrata y dirige 
obreros»23, mientras que la empresa es “la entidad integrada por el capital y el 
trabajo, como factores de la producción, y dedicada a actividades industriales, 
mercantiles o de prestación de servicios generalmente con fines lucrativos y con la 
consiguiente responsabilidad24.

La empresa, por su parte, debe concebirse como una unidad de producción 
organizada y distinta del empresario que permite que un mismo titular gestione múl-
tiples unidades de producción con fondos de comercio independientes, facilitando 
la diversificación del riesgo y la especialización operativa. El fondo de comercio deja 
de ser un concepto estático para convertirse en un activo líquido, cuya transmisión 
debe ser ahora más transparente gracias a un sistema de notificaciones digitales que 
permitirá proteger al acreedor sin asfixiar la agilidad del negocio.

Se reconoce con el concepto de empresa la importancia de la autonomía de la 
voluntad, que genera una gran diversidad de instituciones de este tipo, casi imposi-
ble de clasificar y de numerar.

2.2. Cambios en el régimen de las sociedades

La legislación venezolana en materia de sociedades requiere un cambio pro-
fundo. La primera interrogante que se plantea es la de si es necesario o no mantener 
no las cuatro categorías de sociedades existentes en la actualidad. Aunque algunas 

23	 Juan Ricardo Gaviria Cock, «De empresas y empresarios: reflexión en torno al sentido y significado de estos conceptos 
desde la etimología y desde la teoría económica», Semestre Económico 8, n.º 15 (2005): 127-137.

24	 Idem
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de ellas puedan ser consideradas vetustas, eso no significa que algunos tipos sociales 
de responsabilidad ilimitada no puedan ser necesarias en el tiempo. Por ejemplo, 
la sociedad en nombre colectivo puede dar fortaleza a una nueva empresa, como 
es el caso de las empresas que participan en licitaciones u otros en los que se exige 
una determinada experiencia o trayectoria, en el cual, socios solidarios pueden dar 
garantías adicionales.

Por su parte, la sociedad en comandita, permite establecer un equilibrio entre 
la gestión y la inversión, permitiendo mantener el control al que, con menos capa-
cidad de inversión, aporta experticia, bienes o su propio trabajo y que, responde 
solidariamente y el inversionista que permite el fortalecimiento patrimonial de la 
empresa. Compartimos plenamente así lo indicado por Vincent Chulia al señalar: 
«La sociedad comanditaria por acciones podría servir para facilitar la financiación de 
las PYMES y Empresas familiares, junto a otras funciones, pero en Derecho español 
está desaprovechada »25.

La inclusión de las sociedades unipersonales, que hemos visto en este siglo, 
en otras legislaciones, es un tema que sin duda surgirá para debatir si la sociedad 
abandona su naturaleza de contrato, al tiempo que plantea la crítica académica que 
sostiene que esta figura puede desvirtuar el principio de garantía universal de los 
acreedores, al permitir que un único sujeto segregue una parte de sus activos para 
limitar su exposición al riesgo comercial. Esto genera el temor de que la estructura 
sea utilizada de forma abusiva para externalizar pérdidas, permitiendo al individuo 
gozar de los beneficios del tráfico mercantil sin comprometer su patrimonio personal 
íntegro, lo que en última instancia podría comprometer la seguridad jurídica y la in-
tegridad del sistema crediticio si no se establecen controles estrictos contra el fraude 
de ley, tal como lo plantea Chacón26.

Necesario será evaluar la incorporación de las sociedades que estimulan el 
emprendimiento, como las establecidas en la Ley para el Fomento y Desarrollo de 
los Emprendimientos27 que se constituyen hoy en día en motores para el crecimiento 
económico y el desarrollo de un tejido socioproductivo completo.

25	 Francisco Vicent Chuliá, «Reivindicación de la comanditaria por acciones ante el anteproyecto de ley de código mercan-
til», en Estudios sobre el futuro Código Mercantil: libro homenaje al profesor Rafael Illescas Ortiz (Getafe: Universidad 
Carlos III de Madrid, 2015), 989-1007.

26	 Nayibe Chacón Gómez, Las sociedades unipersonales: ¿ruptura de la teoría contractual o patrimonio separado?, Serie Trabajos 
de Ascenso, n.º 13 (Caracas: Universidad Central de Venezuela, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, 2008)

27	 Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela N° 6.656 el 15 de octubre de 2021.
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Indiscutible también es pensar en un régimen de manera diferenciada para 
las startups pensando en una vía de formalización acelerada; un periodo de transi-
toriedad con beneficios fiscales y administrativos, permitiendo que el innovador se 
concentre en crear valor antes de someterse a la carga regulatoria de una sociedad 
anónima tradicional.

En el extremo de esta evolución están las sociedades mercantiles puramente 
tecnológicas, como las Organizaciones Autónomas Descentralizadas (DAOs). Estas 
entidades funcionan con reglas escritas en código, gobernadas por votación de po-
seedores de tokens, sin sede social física ni directiva tradicional. Su existencia desafía 
conceptos básicos como la personalidad jurídica, la representación legal y la fisca-
lización. Una reforma ambiciosa podría crear un nuevo tipo societario, la sociedad 
algorítmica, con un marco adaptado a su naturaleza digital, pero sin renunciar a la 
protección de terceros y la transparencia.

En esta materia también se encuentra la necesidad de reforzar la autonomía 
de la voluntad societaria, analizar la posibilidad de sociedades atípicas, siempre que 
las mismas no desvirtúen su propia naturaleza y la necesaria reorganización del ar-
ticulado centrado actualmente en un régimen complejo y exigente para la sociedad 
anónima ante los otros tipos sociales, que obliga a la aplicación de la analogía de 
manera frecuente.

De la misma manera, el establecimiento de términos de duración preestable-
cidos para las sociedades es en la práctica absurdo, cuando se permite la prórroga 
indefinida, antes o después del vencimiento de los períodos fijados. A nuestro juicio 
es un requisito anacrónico y contrario a la voluntad inicial de los fundadores, que 
siempre es, la permanencia en el tiempo de la actividad comercial y que refuerza los 
principios actuales de continuidad de la empresa.

Sería necesario entonces pensar en un régimen general para todas las socie-
dades, a nuestro juicio, imperioso en este sentido y la regulación de las materias 
específicas para cada tipo de sociedad.

El régimen general debe modernizarse al permitir, no solo procesos más rá-
pidos, flexibles y seguros de constitución, la instauración del domicilio electrónico 
que ya observamos en otras legislaciones, con reglas generales sobre las asambleas, 
los administradores con su responsabilidad, la cual requiere un desarrollo legislativo 
más detallado ante las experiencias vividas en donde los abusos son frecuentes y la 
incorporación de las reglas de buen gobierno corporativo, pero adaptado al tamaño 
y tipo de la organización.
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La protección a los socios, en especial los minoritarios, incrementando su 
derecho a la información y a la transparencia, la posibilidad de intentar procesos 
individuales para obtener rendiciones de cuenta, la solución a las discusiones sobre 
sus acciones para intentar en los casos de decisiones contrarias a los estatutos o la 
Ley, su derecho a estar representado en los órganos sociales, su derecho al retiro, al 
dividendo y a la aprobación por parte de la asamblea de socios de cualquier contrato 
o transacción relevante entre la sociedad y sus administradores o socios mayoritarios 
–es decir, cuando existen conflictos de interés-, para lograr la transparencia en las 
operaciones con partes vinculadas a los controlantes de la sociedad.

El legislador debe pensar también en el fortalecimiento de los órganos de con-
trol, permitiendo avanzar hacia instituciones que sean efectivas y no la mera figura 
formal e inoperante del comisario como lo conocemos hoy. La instauración obliga-
toria de auditorías externas e independientes, para las grandes empresas, pero tam-
bién auditores con responsabilidades explícitas, es otro de los grandes temas a pensar.

Un aspecto medular que debe abordar la reforma del derecho de sociedades en 
Venezuela es la revisión de la figura del capital social. Tradicionalmente concebido 
como una garantía para los acreedores y que, en la práctica contemporánea, ha de-
mostrado ser una institución estéril e inútil para cumplir dicho propósito.

En el contexto venezolano, el capital social ha enfrentado una crisis de lógica 
jurídica debido a la facultad otorgada al Registrador Mercantil para fijar montos 
mínimos de constitución. Esta práctica se ha ejecutado bajo criterios arbitrarios, es-
tableciendo baremos fijos basados exclusivamente en el tipo de actividad económica.

Esta metodología ignora una realidad empresarial básica: no todas las organi-
zaciones dentro de un mismo sector requieren la misma estructura de capital. Impo-
ner un monto uniforme por actividad, sin considerar el modelo de negocio indivi-
dual, la escala de operación o la proyección de riesgos, resulta absurdo y se convierte 
en una barrera de entrada que no garantiza la solvencia real, sino que simplemente 
burocratiza el acceso al comercio.

Frente a la obsolescencia del capital nominal, la reforma debe proponer la 
adopción —o al menos la integración— de métricas más dinámicas y efectivas. En 
este sentido, es imperativo tomar como referencia la evolución del sector financiero.

En la banca y los seguros, la cifra del capital social ha sido desmeritada en fa-
vor de conceptos más robustos como el margen de solvencia: que evalúa la capacidad 
de respuesta de la empresa frente a sus obligaciones en tiempo real y el patrimonio 
propio no comprometido, una figura que refleja la verdadera salud financiera y la su-
ficiencia patrimonial de la entidad, más allá de una cifra estática inscrita en un acta.
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La reforma debería migrar de un sistema de capital mínimo estático a un siste-
ma de solvencia patrimonial. En definitiva, lo que requieren los acreedores presentes 
o potenciales es conocer con cuántos recursos o activos cuenta la empresa para cum-
plir con sus obligaciones y no cuánto aportaron los socios, cifra que, desde el primer 
momento puede quedar comprometida o incluso ser objeto de pérdidas.

Esto permitiría que la garantía frente a terceros no dependa de un número 
histórico mermado por la inflación, sino de la capacidad efectiva de la sociedad para 
mantener un patrimonio neto que guarde proporción directa con su nivel de riesgo 
y sus operaciones activas.

Otros temas de debate serán sin duda la apertura al capital extranjero que 
debe tener en cuenta la reciprocidad y la solvencia, exigiendo un capital asignado 
para sus operaciones locales, al tiempo que se facilite la redomiciliación digital, para 
lograr que nuestro país se posiciones como un destino serio para la inversión pro-
ductiva, donde se respeta la autonomía de la voluntad en grandes contratos, pero se 
protege el orden público y los derechos del consumidor nacional.

La seguridad jurídica también implica que la personalidad jurídica no sea un 
cheque en blanco para el fraude. La inclusión de reglas claras sobre grupos económi-
cos y el levantamiento del velo societario debe asegurar dentro de la legislación que, 
ante el abuso o la confusión patrimonial, la ley actúe con firmeza. Esta transparencia 
obligatoria es lo que genera confianza en los acreedores y en el sistema económico 
dotando de seguridad al tráfico mercantil.

La inclusión de la tecnología para el funcionamiento de la empresa, pero tam-
bién la implementación de acciones tokenizadas o desmaterializadas no solo redu-
cen costos, sino que eliminan la opacidad. Recomendamos un sistema donde la 
propiedad se pruebe en tiempo real y donde la fiscalización garantice que el socio 
minoritario sea escuchado.

La reforma del régimen de sociedades no debe buscar simplemente cambiar 
artículos, sino orientarse a modificar la cultura empresarial. Recomendamos un ré-
gimen donde la formalidad sea sencilla, la fiscalización sea real y la responsabilidad 
sea ineludible. Es hora de pasar de un Código de Comercio que registraba el pasado 
a uno que impulse el futuro.
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2.3. Reinvención de las cámaras de comercio y 
organismos de promoción

El régimen de las Cámaras de Comercio debe ser rescatado de su actual estado 
de obsolescencia para convertirlas en verdaderos motores de la economía productiva. 
Proponemos pensar en un modelo de cámaras de comercio inclusivas y representati-
vas, bajo los siguientes parámetros:

1.	 Representatividad Orgánica: Las cámaras deben integrar activamente a la pe-
queña y mediana empresa (PYME), evitando que sean estructuras exclusivas 
para grandes capitales.

2.	 Proporcionalidad Contributiva: Establecer un sistema de aportes diferencia-
dos basados en la capacidad económica del asociado, garantizando que el cos-
to de mantenimiento no sea una barrera de entrada.

3.	 Gobernanza Democrática: Asegurar que las directivas y comités técnicos re-
flejen la diversidad de los sectores económicos representados, otorgando voz y 
voto real a los distintos tipos de empresarios.

2.4. Mercados, ferias y la irrupción de las plataformas digitales

La regulación de ferias y mercados debe trascender el concepto físico y mu-
nicipal para abrazar la realidad de las plataformas digitales de intermediación y su 
estímulo a través de distintos organismos del Estado.

Las plataformas digitales deben considerarse, a efectos legales, como los nue-
vos “mercados y ferias”, sujetos a principios de transparencia y libre competencia. 
Imperioso es pensar sobre si la supervisión no debe agotarse en los concejos munici-
pales sino incluir también a organismos sectoriales, como los ministerios con com-
petencia en cada área de la actividad económica, cuando la feria o mercado tenga 
como objeto la promoción de sectores estratégicos o la exportación, permitiendo un 
régimen jurídico más dinámico y transnacional y que recoja la realidad actual.

2.5. Modernización del corretaje y las enajenaciones en 
subasta (venduteros)

El corretaje exige una profesionalización estricta. La reforma debe distinguir 
entre los corredores sujetos a leyes especiales (seguros, valores) y aquellos que operan 
en sectores no regulados, como el inmobiliario o de vehículos, estableciendo obli-
gaciones de capacitación, registro y responsabilidad civil, otorgando a los entes de 
control la facultad de evaluar la idoneidad técnica de estos mediadores.
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De la misma manera, surge la necesidad de pensar en torno a la conveniencia 
y necesidad de regular a los venduteros, o el término más moderno de martillero o 
subastador. Es vital regular la subasta pública electrónica, estableciendo protocolos 
para evitar la manipulación algorítmica de los precios, garantizar la protección del 
consumidor y asegurar la libre concurrencia en los procesos de licitación digital, do-
tando a estas operaciones de la misma fe pública que poseen las subastas presenciales.

2.6. Factores y dependientes: publicidad registral y responsabilidad

La relación entre el empresario y sus auxiliares debe deslindarse claramente de 
la legislación laboral, enfocándose exclusivamente en el ámbito de la representación 
mercantil solo cuando así corresponde.

Es fundamental ratificar que la facultad del factor (gerente) nace y se limita 
por lo inscrito en el Registro Mercantil. La publicidad registral es la única garantía 
de seguridad para los terceros que contratan con la empresa.

El Código debe ser riguroso en sancionar la responsabilidad personal del fac-
tor cuando este actúa en exceso de mandato o con un poder revocado. La reforma 
debe precisar que, ante la falta de registro de la revocación de un poder, el empresario 
sigue siendo responsable frente a terceros de buena fe, protegiendo así la confianza 
en el tráfico mercantil.

La reforma del Código de Comercio debe transformar instituciones que hoy 
son meras reminiscencias históricas en herramientas modernas de seguridad jurídi-
ca, integrando la tecnología, la inclusión y la transparencia como ejes transversales. 
Con ello se busca fortalecer la economía productiva, garantizar la confianza en las 
operaciones mercantiles y alinear la normativa venezolana con los estándares inter-
nacionales del derecho comercial.

3. La regulación de las obligaciones del empresario

La propuesta de reforma para un nuevo código mercantil debe priorizar una 
reestructuración sistematizada de los deberes del empresario, trascendiendo la actual 
dispersión normativa para ofrecer un marco de actuación claro y predecible. Resulta 
necesario unificar las obligaciones de los comerciantes en una sección única y trans-
versal, superando la limitada técnica de enumeración de excepciones que impera en 
la legislación vigente. El estatuto del comerciante debe fundamentarse en deberes 
imperativos que garanticen la transparencia y la fe pública, consolidando la noción 
de que el ejercicio del comercio conlleva una responsabilidad social ineludible.
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En este sentido, el nuevo articulado debe ratificar, modernizar y fortalecer 
las obligaciones clásicas, tales como la inscripción en el registro mercantil y la obli-
gación rigurosa de llevar la contabilidad y los libros corporativos. A estos pilares se 
debe sumar la obligación de conservación documental y la publicidad de los esta-
dos financieros, elementos que constituyen la base de la confianza en el mercado. 
Esta actualización no solo debe modernizar el soporte físico de tales obligaciones 
mediante la digitalización, sino también garantizar la integridad de la información 
financiera frente a terceros.

No obstante, un código contemporáneo no puede ignorar los desafíos del 
entorno actual, por lo que debe integrar obligaciones modernas relativas al cumpli-
miento normativo o compliance y la responsabilidad social empresarial. Es impera-
tivo incluir de manera fundamental el respeto a la propiedad industrial y las normas 
de libre competencia como deberes inherentes a la actividad mercantil. Asimismo, 
dado que las nuevas tecnologías son transversales a todos los capítulos de la materia, 
la protección al consumidor y al usuario, especialmente en el ámbito del comercio 
electrónico y la protección de datos personales, debe elevarse a rango de obligación 
esencial para el empresario moderno.

Finalmente, esta reorganización legislativa busca imponer una ética de con-
ducta que garantice la sostenibilidad de la empresa y la integridad del sistema econó-
mico. Al integrar de forma organizada los textos jurídicos individuales que existen 
actualmente, se dota al sistema de una mayor coherencia frente a los desafíos globa-
les de transparencia y probidad. El cumplimiento de este catálogo de deberes, que 
abarca desde lo contable hasta lo tecnológico, asegura que la actividad empresarial se 
desarrolle dentro de un marco de seguridad jurídica y respeto a los derechos de todos 
los actores involucrados.

3.1. Registro mercantil y nuevas tecnologías

El Registro Mercantil es la piedra angular de la publicidad y seguridad jurídi-
ca. La reforma debe consolidar la transición definitiva hacia el registro automatizado 
y digital, garantizando que los terceros tengan un acceso ilimitado y remoto a los 
expedientes.

Superando el problema de la tecnología, otro punto sobre el cual debe pen-
sarse es la ampliación de la legitimación para el registro. Actualmente, la demora 
de los administradores en registrar asambleas o nombramientos puede perjudicar a 
los socios o a terceros interesados (como los factores). El nuevo articulado debería 
permitir que cualquier persona con interés legítimo, debidamente acreditado, pueda 



289

Revista Venezolana de Derecho Mercantil
V EDICIÓN ESPECIAL . 2026 . “HACIA UN NUEVO CÓDIGO DE COMERCIO VENEZOLANO”

promover el registro de actos obligatorios, evitando que la inacción del empresario 
se traduzca en una situación de oponibilidad o nulidad perjudicial para el tráfico 
comercial.

La ratificación del principio de la autonomía de la voluntad, dentro de reglas 
claras y protección a los terceros, debe partir por eliminar las facultades del registra-
dor establecidas en nuestra Ley de Registro Público y Notariado, para fijar el capital 
o el tiempo de duración, sobre el cual nos referimos anteriormente.

Por último, el proyectista debe abordar si la publicidad mercantil debería so-
meterse solamente al registro, o deberían incluirse otras formas de publicidad, que 
el empresario usa para posicionarse brindando solo la información que le interesa o 
desea que el público conozca.

3.2. Contabilidad mercantil: integridad, fe pública y auditoría

La regulación de la contabilidad mercantil debe abandonar el paradigma de 
los libros físicos foliados para abrazar la contabilidad electrónica. Esto implica es-
tablecer estándares técnicos rigurosos que aseguren que los asientos no puedan ser 
modificados ex post sin dejar rastro y la protección ante fallas del sistema y garantías 
de acceso para la fiscalización y protección de terceros, lo cual obliga a abordar el 
tema del almacenamiento en la nube y la regulación de las empresas que prestan esos 
servicios.

La transición de una contabilidad analógica a una contabilidad automatizada 
y electrónica no solo representa un avance técnico, sino un desafío para el Derecho 
Probatorio. La reforma debe abordar la eficacia probatoria de los registros digitales, 
fundamentándose en los principios de integridad, veracidad y no repudio.

Es imperativo analizar la valoración jurídica de los libros electrónicos en jui-
cio. Mientras que el código actual prevé la exhibición de libros entre comerciantes 
bajo reglas de reciprocidad, la nueva normativa debe integrar estándares de seguri-
dad informática (firmas electrónicas y sellos de tiempo) que garanticen que los asien-
tos no han sido manipulados. Asimismo, debe mantenerse y clarificar la distinción 
de la carga probatoria frente a los no comerciantes, asegurando que la contabilidad 
sea un reflejo fidedigno de la situación patrimonial del empresario, con valor de 
plena prueba cuando cumpla con los requisitos de ley, pero protegiendo siempre el 
derecho a la defensa de las partes.
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Finalmente, el Código reformado debe elevar los estándares de transparen-
cia mediante la exigencia de auditorías externas para empresas que superen ciertos 
umbrales de capital o volumen de operaciones. Esto conlleva la necesidad de re-
gular estrictamente la responsabilidad civil y profesional de los auditores externos, 
quienes actúan como garantes de la fe pública contable, asegurando que los terceros 
contratantes posean información fidedigna sobre la solvencia y capacidad del ente 
empresarial.

3.3. La obligación de respetar los límites de la libre competencia y 
la lealtad comercial

En materia de protección y promoción de la libre competencia en Venezuela 
existe la llamada Ley Antimonopolio, por lo cual la reforma debe plantearse como 
primer punto lo que debe y no debe ser incluido en la norma general.

Nuestra legislación actual exime al Estado y a ciertas empresas de proteger y 
promover la libre competencia, abriendo una puerta para que puedan realizar prác-
ticas anticompetitivas.

Es imperativo diferenciar con mayor claridad la diferencia entre las llamadas 
prácticas anticompetitivas, el monopolio y la competencia desleal estableciendo la 
obligación del comerciante de respetar los límites de la libre competencia haciendo 
referencia a aspectos novedosos como son los problemas de libre competencia deri-
vados del uso de la tecnología entre otros aspectos

En el marco de la seguridad jurídica y el orden público económico, la reforma 
del Código de Comercio debe integrar de manera orgánica los principios de protec-
ción y promoción de la libre competencia.

El comerciante debe estar sujeto a la obligación imperativa de respetar los 
límites de la libre concurrencia, abordando desafíos contemporáneos derivados de 
la tecnología, tales como los algoritmos de fijación de precios, la concentración de 
datos en mercados digitales y el uso del big data.La normativa debe erigirse como un 
baluarte contra la distorsión del mercado, garantizando que la eficiencia económica 
no se logre a expensas de la integridad competitiva.
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3.4. La obligación de respetar los derechos de la propiedad intelectual

La situación de la Propiedad Industrial en Venezuela presenta una compleji-
dad crítica. La vigencia de una ley que data de 1955, ajena a las transformaciones 
globales de finales del siglo XX y principios del XXI —agravada por la salida del 
país de la Comunidad Andina de Naciones (CAN)—, exige una solución legislativa 
inmediata.

Ante una agenda legislativa ambiciosa para el año 2026, el Código de Co-
mercio debe actuar como un puente normativo. Resulta evidente que existiendo 
una legislación de propiedad industrial del año de 1955 la misma no se adapta a los 
cambios importantes que ha tenido la materia desde finales del siglo pasado.

La diatriba entonces es sí esperar una reforma de la ley de propiedad industrial 
o incluir en la reforma la normativa sobre esta materia, toda vez que la aprobación 
de una ley separada con una agenda legislativa tan ambiciosa como la que se tiene 
durante el año 2026 pudiese no vislumbrarse en un futuro cercano.

Una tercera opción podría ser que el nuevo Código recoja la obligación de 
adaptarse a las normas internacionales que existen en la materia dejando al ente 
competente en propiedad industrial la regulación de los procesos, pero reconociendo 
los nuevos elementos de la propiedad industrial cómo serían por ejemplo los cir-
cuitos integrados los esquemas de trazado las marcas olfativas sonoras los plazos de 
protección los plazos de caducidad y los otros elementos que puedan considerar los 
expertos en materia de propiedad industrial que son imperativos.

3.5. La obligación de respetar los derechos del consumidor

El futuro de nuestra legislación debe reivindicar la tutela del consumidor como 
un eje central del tráfico mercantil. La experiencia legislativa venezolana reciente, 
fundamentada en la Ley de Costos y Precios Justos, incurrió en un reduccionismo 
conceptual al limitar la protección del débil jurídico casi exclusivamente al control 
de precios. Esta visión ignora un espectro amplio de prerrogativas consustanciales a 
la libertad del consumidor en el mercado moderno, las cuales deben ser integradas 
de manera sustantiva en el nuevo texto legal.

En este sentido, la reforma debe transitar desde un enfoque de precios hacia 
la garantía de derechos fundamentales. El nuevo Código debe actuar como garante 
de un catálogo de facultades que la legislación especial ha mantenido en la periferia. 
Esto incluye el deber del empresario de suministrar información veraz y completa 
como mecanismo contra la publicidad engañosa, así como la definición de están-
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dares mínimos de responsabilidad sobre la idoneidad y calidad de los productos, 
estableciendo la garantía como un derecho irrenunciable y no como una concesión 
del comerciante.

Una de las inclusiones más urgentes es la consagración del derecho de retracto 
o desistimiento. Alinear la normativa nacional con las tendencias internacionales 
implica reconocer el derecho del consumidor a la devolución o desistimiento irres-
tricto dentro de plazos razonables. Esta figura constituye una herramienta de pro-
tección frente a las técnicas de venta masiva y garantiza la libertad de elección del 
adquirente tras la ejecución del contrato.

Asimismo, la reforma debe atender las particularidades del entorno digital. 
El comercio electrónico requiere no solo seguridad transaccional, sino la protección 
de la privacidad del usuario. Por ello, el Código de Comercio debe integrar el ha-
beas data mercantil y la protección de datos, sujetando el manejo de información 
personal a principios de finalidad y consentimiento. Esto previene el uso abusivo 
de perfiles de consumo por parte de las empresas y asegura una contratación digital 
transparente, con acceso a condiciones de lectura comprensible.

No obstante, debe tenerse muy en cuenta el pensamiento de Diego Castag-
nino28, cuando nos plantea una revisión crítica de la figura del débil jurídico, advir-
tiendo que la expansión indiscriminada de los regímenes de protección ha desembo-
cado en una híper-protección estructural que erosiona la responsabilidad individual 
y la eficiencia del mercado.

Compartimos con el autor que se debe transitar desde una concepción de de-
bilidad presunta hacia una de vulnerabilidad contextual y verificable, fundamentada 
en criterios objetivos y no en meros formalismos.

 En este sentido, el autor reivindica la legitimidad funcional del contrato de 
adhesión como una herramienta esencial para la contratación en masa y el acceso 
a bienes, desplazando el foco del control desde el formato hacia el contenido. Fi-
nalmente, también coincidimos con su visión que aboga por un equilibrio entre la 
tutela y la autonomía de la voluntad, favoreciendo soluciones de orden privado y 
mecanismos como el arbitraje para garantizar una seguridad jurídica acorde con las 
dinámicas tecnológicas y económicas contemporáneas.

28	 Diego Thomás Castagnino, «Replantear al “débil jurídico”: hacia una tutela proporcional y la reivindicación del contrato 
de adhesión», Revista Venezolana de Derecho Mercantil (RVDM), n.º 15 (2025): 153-187.
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Finalmente, es necesario abordar los derechos en el comercio transfronterizo, 
garantizando que las facultades de información y devolución se mantengan incluso 
cuando el proveedor reside fuera de las fronteras físicas. La protección al consumi-
dor debe entenderse como un componente orgánico del Derecho mercantil y un 
presupuesto técnico para generar la confianza necesaria que sostiene el sistema de 
mercado.

3.6. La obligación de asumir los riesgos profesionales

La incorporación de una regulación sustantiva sobre el riesgo profesional en 
una legislación moderna resulta indispensable, desplazando la visión tradicional que 
limitaba su responsabilidad únicamente a los ámbitos civil y laboral. En una reforma 
integral, el riesgo profesional debe configurarse como una obligación inherente al 
ejercicio del comercio, exigiendo al empresario la implementación de sistemas de 
gestión preventiva que mitiguen las contingencias derivadas de la explotación de su 
actividad económica. Esta obligación no solo responde a una necesidad de protec-
ción social, sino que actúa como un mecanismo de eficiencia económica; al interna-
lizar los costos asociados a los riesgos operativos y tecnológicos, se dota al sistema de 
una mayor previsibilidad y se incentiva la adopción de estándares de seguridad que 
garantizan la continuidad de la empresa y la integridad de los factores de producción 
en un mercado globalizado.

La modernización del estatuto del empresario exige establecer una distinción 
clara entre la gestión interna y la responsabilidad externa frente a las contingencias 
del mercado. En primer término, el código debe imponer al empresario el deber 
proactivo de administrar y mitigar los riesgos inherentes a su actividad mediante pro-
tocolos de prevención; no obstante, esta gestión interna no le exime de la obligación 
de asumir plenamente dichos riesgos frente a los consumidores. Esta responsabilidad 
se torna crítica cuando intervienen múltiples empresarios en una misma cadena de 
valor, especialmente en contextos de comercio internacional o transfronterizo.

Para garantizar la efectividad de la tutela del consumidor, la reforma debe 
consagrar el principio de responsabilidad solidaria entre todos los intervinientes de 
la cadena de producción, distribución y comercialización. Esta solidaridad resulta 
indispensable cuando los actores operan desde distintas jurisdicciones, ya que evita 
que el consumidor se vea obligado a litigar en foros extranjeros o ante proveedores 
inalcanzables. Al establecer que cualquier eslabón de la cadena puede ser llamado a 
responder de manera íntegra, se traslada el costo de la persecución legal y el recobro 
al sector empresarial —que posee mayores capacidades técnicas y financieras—, ase-
gurando que la complejidad de las estructuras de mercado globales no se traduzca en 
una indefensión del adquirente final.
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4. Las obligaciones y contratos mercantiles

4.1. Las obligaciones mercantiles

El contenido del Título Tercero del Libro Primero de nuestro Código de Co-
mercio vigente aborda las obligaciones y los contratos mercantiles en general, si-
tuándose en uno de los puntos más debatidos de la disciplina. Este debate se vincula 
estrechamente con la discusión sobre si el Derecho mercantil debería fusionarse con 
el derecho civil, postura que no compartimos. Tal como se ha indicado anteriormen-
te, el Derecho mercantil posee instituciones típicas que no encuentran parangón en 
el derecho civil, del mismo modo que existen figuras civiles que carecen de cualquier 
relación, incluso somera, con el ámbito comercial. No obstante, es precisamente en 
la teoría de las obligaciones donde ambas ramas parecen confluir con mayor inten-
sidad.

A pesar de dicha confluencia, es imperativo señalar que el Derecho mercantil 
conserva características propias que el Código de Comercio vigente ya venía desa-
rrollando. Estos aspectos marcan una clara separación del régimen civil, destacando 
un perfeccionamiento del contrato sensiblemente más ágil y menos formalista, ten-
dencia que a nuestro juicio se intensifica cada día más. Asimismo, se distingue por 
el régimen de la solidaridad, la cual opera como regla general en materia mercantil, 
salvo pacto en contrario, derivado de la autonomía de la voluntad, además de poseer 
regulaciones específicas sobre el régimen de los intereses y la novación.

Otro elemento diferenciador fundamental es el derecho de retención, esta-
blecido para obligaciones líquidas y exigibles entre comerciantes, cuando una de 
las partes no cumple con sus obligaciones y la no novación de las obligaciones mer-
cantiles cuando se emiten títulos valores en respaldo de los derechos de crédito que 
nacen de las mismas.

De igual manera, la prueba de las obligaciones mercantiles reviste una especi-
ficidad notable a través de medios que no existen en el derecho civil, tales como los 
libros de contabilidad o las facturas. Si bien la posibilidad de exigir un recibo es un 
elemento que podría discutirse como una obligación extensible al derecho civil, la 
normativa comercial mantiene su autonomía mediante otros componentes deriva-
dos de los contratos mercantiles.

Finalmente, la materia debe considerar las prescripciones especiales y el ré-
gimen de las obligaciones en moneda extranjera. Como elemento novedoso en los 
sistemas modernos, resulta necesaria la posibilidad de establecer cláusulas de protec-
ción frente a riesgos derivados de la pérdida del valor monetario. A nuestro juicio, la 
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inclusión de estos mecanismos de resguardo patrimonial debería quedar supeditada 
a la autonomía de la voluntad de las partes, permitiendo una adaptación flexible a 
las realidades económicas actuales.

4.2. La regulación de los contratos

La legislación mercantil vigente presenta una tipicidad contractual fragmenta-
da, donde ciertos acuerdos se regulan con excesivo detalle, otros de manera sucinta y 
un número considerable de figuras modernas carece por completo de reconocimien-
to normativo. Para que el nuevo código cumpla su función como estimulador del 
desarrollo económico, el legislador debe acometer un estudio exhaustivo y profundo 
de la contratación mercantil, adaptándola a las innovaciones introducidas por la 
práctica comercial contemporánea.

Uno de los pilares de esta reforma es la inclusión ineludible de un capítulo 
dedicado a la contratación electrónica. Este apartado debe abordar las ventas reali-
zadas a través de plataformas digitales y aplicaciones móviles, así como las contrata-
ciones inteligentes o smart contracts, cuya ejecución automatizada requiere un marco 
de seguridad jurídica claro. Asimismo, es imperativa la regulación de los servicios 
ejecutables íntegramente en la red, tales como la descarga de software y el uso de 
plataformas de contenido multimedia, los cuales demandan normas específicas que 
trasciendan los modelos de servicios tradicionales.

En cuanto al financiamiento, la reforma debe integrar formalmente el mo-
delo de compre ahora y pague después, conocido internacionalmente como finan-
ciamiento al consumo. Esta figura satisface necesidades inmediatas de la sociedad 
actual y requiere una estructura legal que proteja tanto el flujo comercial como los 
derechos de las partes. Su regulación parece indispensable, al tratarse de operaciones 
masivas donde la libertad de contratación, la autonomía de la voluntad y la capaci-
dad de negociación son inexistentes.

En el ámbito de la compraventa mercantil, es necesario actualizar institucio-
nes clásicas como la determinación del precio, los riesgos en mercancías genéricas o 
en tránsito, y el régimen de cesión y transmisión de derechos, especialmente cuando 
las operaciones recaen sobre activos digitales.

Finalmente, el nuevo código debe reivindicar figuras históricamente menos-
preciadas o reguladas de forma exigua. La permuta, que en la normativa vigente 
se reduce a una simple remisión a la compraventa, debe ser regulada de manera 
completa y autónoma, reconociendo su relevancia estratégica en diversos contextos 
económicos. De igual forma, el préstamo mercantil requiere una regulación más 
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intensa y detallada que incluya los nuevos mecanismos de financiamiento comercial, 
asegurando que el estatuto contractual sea lo suficientemente robusto para respon-
der a los desafíos de la economía globalizada.

5. Los desafíos de los títulos valores

Existen algunas posiciones que, de manera superficial, sostienen que la teoría 
de los títulos valores ha devenido en una disciplina en desuso, argumentando que la 
digitalización y las nuevas formas de contratación han desplazado estos instrumen-
tos. Se basan en la prácticamente desaparición del cheque y el anacronismo de la 
letra de cambio.

No obstante, tal aseveración carece de fundamento pragmático y jurídico. El 
error de esta premisa radica en la reducción simplista del concepto de título valor a 
sus figuras clásicas —la letra de cambio y el cheque—, omitiendo la complejidad y 
la ubicuidad de estos documentos en la dinámica económica actual.

Lejos de la obsolescencia, nos encontramos ante una presencia constante de 
estos instrumentos. El pagaré, por citar un ejemplo, se mantiene como el vehículo 
predilecto del sector bancario para la documentación de operaciones de crédito. Su 
agilidad y seguridad jurídica permiten una gestión descentralizada en las sucursales 
financieras, eliminando cuellos de botella burocráticos sin sacrificar la certeza del 
cobro.

Asimismo, la importancia de estos títulos se sostiene en otros instrumentos 
de naturaleza cambiaria que observamos en el mercado, tales como la factura con-
formada que es el instrumento por excelencia para documentar el tráfico masivo de 
mercancías hacia los establecimientos de venta al detal; los certificados de depósito 
y bonos de prenda: pilares fundamentales en los procesos de importación y almace-
namiento de mercancías.

En igual situación se encuentran los títulos del mercado de capitales que han 
demostrado que la negociación de obligaciones y acciones en las bolsas de valores 
son elementos esenciales para atraer inversiones que dinamizan la economía.

Ante esta realidad, la labor del proyectista no debe ser la de suprimir la regu-
lación, sino la de modernizarla bajo los siguientes criterios esenciales:

La reforma del régimen de los títulos valores debe fundamentarse en la crea-
ción de una parte general unificada. Este enfoque permitiría establecer una teoría 
general aplicable a cualquier instrumento, independientemente de su denominación 
específica, lo que evitaría el anacronismo de aplicar supletoriamente las normas de 
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la letra de cambio a instrumentos con naturalezas jurídicas distintas. Al consolidar 
principios rectores comunes, y siempre que se destaquen las diferencias propias de 
cada tipo de título valor, se dota al sistema de una coherencia estructural que facilita 
la interpretación y ejecución de los activos financieros.

En el ámbito tecnológico, resulta imperativo consagrar la desmaterialización 
de los títulos mediante el reconocimiento formal del título valor electrónico. La nor-
mativa debe transitar del soporte físico al registro informático, otorgando a las ano-
taciones en cuenta la misma fuerza ejecutiva y capacidad de circulación que poseen 
los documentos tradicionales. Esta transición exige adaptar los principios clásicos de 
incorporación, literalidad, legitimación y autonomía a los nuevos entornos digitales, 
utilizando herramientas como la firma electrónica y la tecnología de registro distri-
buido para garantizar la seguridad jurídica del adquirente de buena fe.

Asimismo, la legislación debe equilibrar la tipicidad con la flexibilidad opera-
tiva. Si bien es necesario regular con precisión los instrumentos más comunes, como 
pagarés, facturas y cartas de porte, la norma debe permitir la creación de títulos 
valores innominados que respondan a las demandas cambiantes del mercado. Esta 
flexibilidad debe acompañarse de una delimitación clara entre los títulos de circu-
lación ordinaria y aquellos sujetos a la normativa especial del mercado de capitales, 
asegurando una transición coherente entre el Código de Comercio y la Ley de Mer-
cado de Valores.

En definitiva, la actualización de este régimen es esencial para garantizar la 
fluidez del crédito y la seguridad en las transacciones mercantiles. Los títulos va-
lores representan herramientas fundamentales para la movilización de activos y el 
financiamiento; por lo tanto, una reforma que integre su relevancia técnica y digital 
es necesaria para evitar la inseguridad jurídica y fomentar el desarrollo productivo 
dentro de un marco de legalidad moderna.

6. Los procesos concursales

En Venezuela, el tratamiento de la crisis patrimonial está diferenciado según 
si el deudor es comerciante o no comerciante. Para los comerciantes, el marco le-
gal aplicable es el Código de Comercio, que regula los procedimientos de atraso y 
quiebra. Por otro lado, los no comerciantes se rigen por el Código de Procedimiento 
Civil, donde se aplican figuras como el concurso necesario y la cesión de bienes.

Esta distinción es un tema que requiere un análisis profundo, ya que refleja 
una separación histórica entre el Derecho mercantil y civil, pero que en la prác-
tica puede generar desigualdades o ineficiencias en el tratamiento de las crisis pa-
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trimoniales. Además, esta dualidad de sistemas puede dificultar la coordinación y 
aplicación efectiva de los procedimientos, especialmente en un contexto económico 
complejo como el venezolano.

A lo anterior se suma que si se intensifica la responsabilidad de la persona na-
tural que es el beneficiario final de la empresa, a través de la teoría del levantamiento 
del velo, o a través de otras figuras jurídicas, la confusión que puede generarse cuando 
ante la quiebra de una empresa, el titular final, obligado a responder solidariamente, 
no es comerciante, la divergencia de procesos puede generar múltiples discusiones, 
retrasando la solución que, en esta materia, más que en ningún otra, por los riesgos 
de contagio a otros empresarios, deben ser ágiles.

El primer punto que debe abordar el proyectista es considerar este tratamiento 
unitario al tiempo que decide si la regulación debe estar en el Código que rige la 
materia mercantil o en el Código de Procedimiento Civil. Esta decisión es compleja, 
por cuanto la institución se refiere no sólo al proceso sino a la modificación de los 
derechos de los acreedores concursales y a terceros que se ven afectados por el cambio 
del régimen jurídico del empresario que impacta aspectos esenciales de las relaciones 
mercantiles, tales como vencimiento, intereses, reivindicación.

Los procedimientos concursales mercantiles en Venezuela han sido criticados 
por su inoperancia, debido a que son largos, complejos y tienden a favorecer la 
liquidación de las empresas en lugar de promover su recuperación. En Venezuela, 
las diferencias entre el atraso y la quiebra son claras y están definidas en el Código 
de Comercio. El atraso es una situación previa a la quiebra en la que el comerciante 
no cumple con sus obligaciones de pago, pero podrá hacerlo, porque su activo es 
superior a su pasivo.

Durante esta etapa, el deudor tiene la posibilidad de negociar con sus acree-
dores para reestructurar sus deudas y evitar la quiebra.

Por otro lado, la quiebra es un estado de insolvencia declarado judicialmente, 
en el cual el comerciante no puede cumplir con sus obligaciones de manera gene-
ralizada. En este caso, se inicia un proceso formal de liquidación de los bienes del 
deudor para pagar a los acreedores, salvo los casos excepcionales en que se celebre un 
convenio. Mientras que el atraso permite una solución negociada, la quiebra implica 
un proceso judicial más rígido y definitivo, que puede llevar a la disolución de la 
empresa. Estas diferencias reflejan la importancia de actuar oportunamente durante 
la fase de atraso para evitar llegar a la quiebra.

Basado en esas premisas el legislador del Código de Comercio vigente, con-
sidera al atraso como un problema de liquidez, un beneficio legal que se le concede 
a un comerciante que tiene activos suficientes para pagar sus deudas, pero no tiene 
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dinero en efectivo en ese preciso momento. Su crisis es temporal, su activo es posi-
tivamente superior al pasivo por lo que el objetivo es obtener una moratoria, para 
vender activos y pagar a los acreedores de forma ordenada.

Del otro lado, la quiebra aplica cuando existe un problema de insolvencia el 
pasivo es superior al activo y su objetivo fundamental o su norte, es liquidar lo poco 
que queda para pagar a los acreedores hasta donde el patrimonio lo permitiendo, 
siguiendo un orden de preferencia, aunque se prevén figuras como el convenio que 
permite la recuperación u otras alternativas de solución. Es un proceso punitivo en 
donde el comerciante queda inhabilitado para administrar sus bienes (desapodera-
miento), estableciéndose su responsabilidad penal.

Paralelamente a estos procedimientos se han venido desarrollando nuevas for-
mas de tratamiento de las crisis patrimoniales. El paso del tratamiento judicial al 
manejo de las crisis por los órganos del Estado se ha producido en empresas con-
sideradas de alto interés por los efectos que sus problemas pueden ocasionar en la 
economía, por el número de afectados, por el tamaño de sus operaciones o por la im-
portancia del servicio que prestan. De esa forma, desde el sector bancario, al sector 
de valores, el sector de seguros y ahora, de manera no regulada, a otras empresas que 
prestan servicios públicos o actividades de interés general, se han venido desarrollan-
do procesos administrativos para manejar estas crisis, denominados intervenciones y 
liquidaciones administrativas.

Estos procesos no incorporan los conceptos modernos de reestructuración 
empresarial, como la posibilidad de reorganización temprana, la protección de em-
pleos o la segunda oportunidad para los deudores.

En la práctica, estos procedimientos casi no se observan, ya que los acreedores 
han dejado de considerarlos como una vía efectiva para recuperar sus créditos. Esto 
se debe, en parte, a la falta de confianza en el sistema judicial y a la percepción de 
que estos procesos son costosos y poco eficientes. Como resultado, muchas empresas 
en crisis optan por soluciones informales o simplemente cierran, sin pasar por un 
proceso concursal formal, en detrimento de los acreedores más débiles que no tienen 
capacidades de negociar.

Mientras Venezuela mantiene los antiquísimos procesos de atraso y quiebra, 
los procesos concursales modernos han experimentado avances y modificaciones 
sustanciales en las últimas dos décadas. Han pasado de ser mecanismos de castigo 
al comerciante fallido (visión punitiva) a convertirse en herramientas de ingeniería 
financiera y social destinadas a preservar el tejido productivo, reconociendo la im-
portancia de la empresa.
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Vicent Chulia29 estableció una distinción fundamental entre los dos métodos 
de regulación concursal que han marcado distintas etapas. Considera este autor que 
existe el llamado Método del Mercado, que concibe la quiebra como un mecanismo 
neutral de liquidación y reasignación de recursos en la economía. Parte del principio 
de igualdad formal entre todos los deudores y acreedores, implementándose me-
diante un procedimiento general liquidatorio y judicial, dando prioridad al derecho 
de los acreedores sobre la recuperación de la empresa En el otro lado, el llamado 
método gubernativo, surge como respuesta a las limitaciones del enfoque puramen-
te mercantil, reconociendo la desigualdad entre deudores y acreedores, así como la 
diversidad de intereses en juego, caracterizándose por tener normas para sectores 
específicos, priorizando la continuidad de la empresa sobre su liquidación, y estable-
ciendo la intervención activa de los poderes públicos en la gestión de la crisis.

Uno de los puntos centrales de la reforma es la imprescindible diferenciación 
entre el tratamiento de la crisis según su profundidad y sus posibilidades de solución. 
Procedimientos de recuperación en los casos de inviabilidad, procedimientos de sal-
vamente en casos de crisis transitorias o superables.

El derecho concursal contemporáneo debe integrar todos estos elementos en 
un sistema funcional y preventivo.

Muchos países han modernizado el tratamiento de las crisis patrimoniales 
mediante leyes especiales, que buscan dar un tratamiento más eficaz. Las reformas 
más avanzadas (como la Directiva UE 2019/1023) combinan los principios de trata-
mientos preventivos, la continuidad de la empresa, la intervención del Estado y una 
gama de opciones para el tratamiento de la crisis.

La reforma venezolana debe encarar en primer lugar, la importancia de la em-
presa para el crecimiento del a economía. Como nos dice Alegría, «La empresa ocupa 
hoy un lugar central en el desarrollo de las distintas comunidades, del Estado y de 
los estamentos de la sociedad. Desde ese punto de vista ya no puede verse sólo como 
una emanación de la personalidad de un individuo (empresario) sino que también 
es el centro de generación, de potenciación y, en alguna proporción, de medios para 
el desarrollo individual y colectivo30».

29	 Francisco Vicent Chuliá, «Reivindicación de la comanditaria por acciones ante el anteproyecto de ley de código mercan-
til», en Estudios sobre el futuro Código Mercantil: libro homenaje al profesor Rafael Illescas Ortiz (Getafe: Universidad Carlos 
III de Madrid, 2015), 989-1007.

30	 Héctor Alegría, Reglas y principios del derecho comercial: la empresa como valor y el sistema jurídico (Buenos Aires: La Ley, 
2008), 209-210
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Casi con certeza podríamos afirmar que los legisladores y la doctrina están 
inclinándose claramente por tender a la conservación de la empresa y mantener el 
empleo aun en perjuicio de los acreedores. Estamos pasando del derecho de la quie-
bra al derecho de la crisis empresarial o al derecho de las empresas en dificultades. 
Lo que hasta hace un tiempo en las legislaciones concursales del mundo era una 
alternativa excepcional, cual es el reflotamiento de la empresa frente a la solución 
tradicional de liquidación del patrimonio, será el día de hoy la alternativa normal, 
incluso la preferida del procedimiento concursal.

La determinación de la viabilidad es un problema extrajurídico pero funda-
mental para el tratamiento de la crisis, por lo que, en todo caso, debe en nuestro 
juicio establecerse el mecanismo independiente y calificado para que la verdade-
ra situación y proyección del empresario en crisis sea la premisa fundamental para 
determinar el tipo de proceso que debe aplicarse, en definitiva, si la empresa debe 
ser liquidada o reestructurada y salvada, para el beneficio de los acreedores y de la 
economía.

El tratamiento anticipado de la crisis, la posibilidad de intervención del Es-
tado y de los acreedores se constituye en una herramienta fundamental, pero puede 
resultar difícil y contradictorio con la libertad de empresa. Se hace referencia hoy 
en día a la reestructuración preventiva, considerada como la joya de la corona de las 
reformas modernas (como la Directiva UE 2019/102331). Permite negociar planes 
de reestructuración sin que el empresario pierda el control de su administración

Se hace imprescindible entonces el establecer distintos tipos de procesos, unos 
destinados a liquidar, otros a reestructurar, pero en todo caso, sin perder de vista el 
papel protagónico que debe tener en esta materia la autonomía de la voluntad de 
los acreedores, con excepción de aquellos casos en los que privan los intereses de la 
colectividad determinado por las necesidades que satisface.

La reestructuración debe ser amplia permitiendo un abanico de posibilida-
des, la novación de las deudas, la venta en su totalidad, en lotes, la capitalización 
de acreencias, la fusión, la cesión de activos y pasivos. En este sentido los nuevos 
procesos de salvamento bancario pueden dar ideas de las múltiples opciones para el 
tratamiento de las crisis.

31	 Directiva (UE) 2019/1023 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre marcos de reestructu-
ración preventiva, exoneración de deudas e inhabilitaciones, y sobre medidas para aumentar la eficiencia de los procedi-
mientos de reestructuración, insolvencia y exoneración de deudas, DO L 172 de 26.6.2019, pp. 18-55.
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Otro de los aspectos resaltantes será la determinación de si los procesos deben 
ser administrativos o judiciales. Los primeros podrían dotar de mayor agilidad a la 
solución de la crisis y plantea problemas sobre cuál debe ser el órgano con compe-
tencia en la materia, los segundos dotan de mayor garantía el respeto de los derechos 
de los acreedores, pero pueden ser más lentos.

La participación del deudor en el proceso en contraposición a su exclusión 
en los mecanismos vigentes, el derecho a la segunda oportunidad cuando no exista 
responsabilidad penal y la convivencia de los procesos de liquidación administrativa, 
deberán ser otros de los temas que se incluyan en el centro del debate.

En todo caso, no debe perderse de vista que la figura de un síndico designado 
por un juez, sin requisitos de calificación técnica, en poco o nada contribuyen a la 
recuperación del empresario en situación de crisis.

Pero estos son solo los aspectos principales, los procesos especiales y ágiles 
para las pequeñas y medianos empresarios, la digitalización de los procesos que per-
mitirán el voto electrónico de los acreedores y el desarrollo de algoritmos para de-
terminar las crisis tempranas, el establecimiento de la responsabilidad de los admi-
nistradores que hayan traspasado los límites de sus funciones, pero también la ética 
son solo algunos de los asuntos de vital interés que requieren un tratamiento legal 
moderno y adecuado.

En otro orden de ideas, no debe dejarse de lado que la Comisión de las Na-
ciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional ha emitido su Guía de 2025 
sobre Insolvencia Transfronteriza, respondiendo a la complejidad de los mercados 
actuales. Este marco se centra en el rastreo y recuperación de activos en jurisdiccio-
nes extranjeras —una herramienta vital en la era de los activos digitales y criptomo-
nedas— y busca la armonización de juicios paralelos en distintos países.

El sistema venezolano de tratamiento de crisis patrimoniales presenta desafíos 
significativos, tanto por la distinción entre comerciantes y no comerciantes como 
por la inoperancia de los procedimientos concursales mercantiles. Es necesario mo-
dernizar estas normativas, incorporando conceptos contemporáneos como la rees-
tructuración empresarial y la segunda oportunidad, para adaptarse a las necesidades 
actuales del país y fomentar la recuperación económica. Además, se requiere una 
mayor eficiencia y transparencia en los procesos judiciales para restaurar la confianza 
de los acreedores y deudores en el sistema.

En una futura reforma del Código de Comercio venezolano, el desafío es 
pasar de la “Quiebra” (un término con carga peyorativa y procesalmente lento) al 
Derecho de la Crisis, donde el proceso concursal tenga como objeto la recuperación 
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de la empresa y deje a los acreedores como principales interesados para que, en con-
nivencia con el deudor y, en aplicación del principio de la autonomía de la voluntad, 
encuentren una solución a la crisis.

7. La competencia mercantil y la solución de conflictos

El Libro Cuarto del Código de Comercio vigente, dedicado a la «Jurisdicción 
Comercial», presenta en la actualidad un panorama de ineficacia material, encon-
trándose gran parte de su articulado fuera de vigencia o superado por la dinámica 
procesal contemporánea. Ante este escenario, el proyectista de un nuevo código debe 
realizar un análisis crítico sobre la pertinencia de mantener un apartado adjetivo 
dentro del cuerpo mercantil o si, por el contrario, dicha regulación debe integrarse 
de manera orgánica en el Código de Procedimiento Civil.

Cualquiera sea la opción técnico-legislativa seleccionada, es imperativo prio-
rizar el establecimiento de procedimientos expeditos que brinden una seguridad 
jurídica efectiva al tráfico comercial. Esta celeridad es particularmente crítica en 
dos áreas fundamentales: el cobro de títulos valores, que requiere mecanismos de 
ejecución ágiles para garantizar la liquidez del mercado, y los procesos especiales 
destinados a empresas en crisis, donde la demora procesal suele ser sinónimo de la 
desaparición del valor empresarial.

En este contexto de modernización, abogamos por un fortalecimiento insti-
tucional del arbitraje y de los medios alternativos de solución de conflictos. Resulta 
indispensable la implementación de un arbitraje de consumo eficiente, para lo cual 
deben abordarse y subsanarse las causas estructurales que han impedido su desarrollo 
hasta la fecha.

El escaso desarrollo y la falta de popularidad del arbitraje, particularmente en 
el ámbito del consumo y en ciertos sectores comerciales, obedecen a una combina-
ción de factores estructurales y culturales. En primer lugar, persiste un desconoci-
miento generalizado sobre las ventajas técnicas de esta figura, lo que deriva en una 
desconfianza sistémica frente a una justicia que se percibe como ajena al poder del 
Estado.

A lo anterior se suma el elevado costo económico que suelen representar los 
honorarios de los árbitros y los gastos administrativos de los centros de arbitraje, lo 
cual constituye una barrera de acceso para las pequeñas empresas y los consumidores. 
Asimismo, la falta de una cultura de conciliación arraigada en los operadores jurídi-
cos, quienes a menudo mantienen una mentalidad litigiosa tradicional, entorpece la 
adopción de medios alternativos. Finalmente, la inseguridad jurídica generada por 
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la posibilidad de que los laudos sean recurridos o anulados ante la jurisdicción ordi-
naria bajo criterios restrictivos, desvirtúa la promesa de celeridad y de seguridad que 
debería caracterizar al proceso arbitral, alejando a los particulares de este mecanismo.

En este tema, nuevamente la tecnología, surge como un tema a tratar

Igualmente, importante de mencionar es el impacto de las aplicaciones tecnolo-
gías en la resolución de conflictos en el ámbito mercantil, puesto que han proli-
ferado las plataformas de resolución de disputas en línea (ODR - Online Dispute 
Resolution), a la par que se dado cabida al desarrollo del arbitraje electrónico, lo 
cual en muchos casos ha sido posible producto del uso de inteligencia artificial 
generativa para el análisis de casos y la predicción de resultados32.

Finalmente, la reforma debe promover una cultura de conciliación, media-
ción y arbitraje comercial que, mediante procesos especializados, logre descongestio-
nar la vía judicial y responder con la flexibilidad necesaria a las complejas demandas 
del entorno económico actual.

CONCLUSIONES

A lo largo de este trabajo hemos querido abordar algunos de los principales 
aspectos que debe tener en cuenta el proyectista de la reforma del Código de Comer-
cio para lograr el tránsito de una normativa fragmentada, anticuada y desfasada de la 
globalización y tecnología actual a un sistema normativo moderno y en sintonía con 
la forma en que la actividad económica se desenvuelve en el Siglo XXI.

La invitación es a iniciar el análisis, no desde cada una de las instituciones, 
sino partiendo de las diatribas que se presentan desde los aspectos ontológicos sobre 
el sistema venezolano actual del Derecho mercantil, basado en el comerciante y el 
acto de comercio, a un sistema dinamizador de la economía, bajo un sistema justo 
y de igualdad para todos los que ejercen la actividad mercantil con ánimo de lucro.

Desde esta óptica que parte del análisis de la esencia de nuestra disciplina, 
plantea otras interrogantes relevantes, como la intersección del derecho civil con el 
mercantil, la dispersión normativa, el rango que debe tener el instrumento en un 
área de la sociedad en la que la delegación legislativa es cada vez más frecuente e 
intensa.

32	 Nayibe Chacón Gómez, «El impacto de la tecnología en los asuntos del Derecho Privado: especial referencia a lo comer-
cial», Revista Venezolana de Derecho Mercantil (RVDM), n.º 7 (2021): 135.
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La invitación es a repensar como el nuevo instrumento permitirá dar cohe-
rencia a lo que tenemos hoy, ajustará la normativa a la realidad global y tecnológica 
y establezca principios claros.

El Código de Comercio venezolano, debe ser objeto no de cambios puntuales, 
sino de una reestructuración que determine las materias que deben ser objeto de su 
regulación, instaurando los principios fundamentales de la economía moderna y que 
deben ser respetadas en aquellas materias, que, por su dinamismo, requieren de leyes 
especiales que, sometidas a sus preceptos, puedan permitir la actualización constante 
y coyuntural que sus respectivas actividades requieren.

Enfatizamos en la idea de que las tecnologías no pueden ser abordadas solo 
como una forma de hacer negocios, dado que las mismas implican hoy en día nue-
vos tipos de empresarios, que solo operan en ese mundo virtual, nuevos servicios y 
productos teniendo en cuenta que en la actualidad, la tecnología no es única, sino 
que abarca distintas aristas y debe ser objeto de un tratamiento transversal en todas 
y cada una de las instituciones de esta rama del derecho.

Resulta fundamental entender que esta amplia gama de tecnologías como el 
internet, el internet de las cosas, la robótica, el metaverso, el blockchain, el almacena-
miento en la nube, la inteligencia artificial y todas las innovaciones que se avecinan, 
amplían los riesgos, las relaciones entre partes y consumidores y la teoría del riesgo 
profesional, entre otras, desde una visión amplia y adaptable, ratificando los prin-
cipios fundamentales que rigen nuestra actividad, partiendo de que el derecho es 
mercantil es dúctil y flexible.

La actualización de nuestra legislación debe ratificar principios, como la au-
tonomía de la voluntad, la importancia de las costumbres y los usos y la protección 
del consumidor, la responsabilidad del empresario, las reglas de los contratos más 
relevantes y las obligaciones de quienes se dedican a impulsar la economía y el desa-
rrollo del país.

Una vez que se aborden esos aspectos esenciales, el proyectista estará en capa-
cidad de introducirse al mundo de cada una de las instituciones, todas y cada una de 
las cuales debe ser revisada ante la realidad de nuestros tiempos, con un visión inte-
gradora que haga de la justicia social una realidad, sin perder de vista a la empresa, 
como núcleo fundamental para el desarrollo económico, que también requiere ser 
promovida, protegida y preservada para el bienestar de todos, dentro de los desafíos 
que impone este mundo globalizado.

Para finalizar, entendemos y compartimos la frase que consideramos plena-
mente aplicable, lo dicho por el Dr. Hernández Bretton:
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De tal suerte, que el Derecho Mercantil Venezolano no es español, italiano, fran-
cés, alemán, chileno, colombiano, mexicano o de cualquier otra parte, sino que 
es, sencillamente, venezolano, que es lo que se ha construido en Venezuela por 
venezolanos durante estos siglos y que tiene esa peculiar característica de parecer-
se a muchos, pero solo ser tal como es y va siendo: venezolano. A entender este 
asunto ha contribuido, desde mi punto de vista, este importante libro del profesor 
Morles, y por lo cual los venezolanos de su tiempo, de ahora, y los que están por 
venir debemos estar muy agradecidos.33
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